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Los estancieros en la
provincia de Neuquén
Vigencia de la gran propiedad territorial.

Introducción

En los estudios sobre la estructura agraria de la región, el 
"estanciero" es definido como un empresario, que no utiliza fun­
damentalmente trabajo familiar, que cuenta con un recurso natu­
ral óptimo para la actividad productiva que se desarrolla en la zo­
na, del cual en su gran mayoría es propietario. Las explotaciones 
asociadas a este tipo social cuentan con una existencia ganadera 
superior a las trescientas unidades ganaderas.

Es sabido, como señala Bandieri, que "el ganadero es un 
capitalista, él y su familia se independizan del trabajo directo, 
porque se lo permite la masa de recursos productivos que de­
tenta". Sin embargo, los "estancieros" caracterizados como em­
presarios constituyen un espectro sumamente heterogéneo, 
con una variación muy grande en la dotación de recursos pro­
ductivos en cantidad y calidad, orientación y estrategias pro­
ductivas, manejo técnico de la producción y de los recursos 
naturales, origen y evolución, relación con los mercados, gra­
do de integración con los otros eslabones de la cadena produc­
tiva, etc.
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En relación con dicha diversidad, el objetivo de esta inves­
tigación fue caracterizar a los sujetos sociales propietarios no 
campesinos, comúnmente denominados "estancieros", dedica­
dos a la producción ganadera de la provincia del Neuquén, así 
como también analizar sus estrategias productivas, conocer y 
comprender la dinámica de su funcionamiento y sus relaciones 
con los campesinos y con el resto de los agentes sociales del sis­
tema ganadero.

Con esta finalidad se realizó una tipología de los distintos 
actores sociales, identificando sus diversas estrategias producti­
vas. Siguiendo este propósito ejecutamos un relevamiento análi- 
tico de la información censal y catastral disponible y de los estu­
dios sectoriales existentes. Sobre esta base se desarrolló un análi­
sis de la distribución de la propiedad y una primera aproxima­
ción a la mencionada tipología, para lo cual se consideraron las 
siguientes variables:

• tamaño de la explotación,
• ubicación geográfica,
• orientación productiva,
• tamaño y composición del rodeo.
A partir de este ordenamiento, durante el curso de la inves­

tigación se combinaron distintas técnicas y procedimientos: estu­
dio de casos, análisis estadísticos, cualitativos y cuantitativos, 
triangulación de la información primaria y secundaria, compara­
ciones, entrevistas en profundidad, revisión bibliográfica, obser­
vaciones, y entrevistas estructuradas a informantes calificados. 
Las entrevistas, especialmente diseñadas para explorar aspectos 
técnicos, productivos, económicos y sociales imprescindibles pa­
ra la construcción de la tipología de actores, fueron realizadas a 
propietarios de las explotaciones, administradores, técnicos, y re­
presentantes de organismos vinculados con la actividad.
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El área de estudio

La Provincia de Neuquén agropecuaria se divide en dos 
áreas desde el punto de vista de la producción. La zona de los va­
lles irrigados -que ocupa una proporción ínfima del territorio 
provincial-, donde se realiza la producción agrícola intensiva 
principalmente de frutales, y el área de secano -que ocupa la gran 
mayoría del territorio- donde la actividad primordial es la gana­
dería. Dentro de esta última se pueden diferenciar cinco áreas 
ecológicas que difieren en cuanto a sus precipitaciones, relieve y 
vegetación.

La Superficie total del espacio bajo estudio alcanza a 
6.262.858 hectáreas donde se concentran el 80% de las existen­
cias de bovinos, el 82% de ovinos y el 47% de los caprinos de la 
provincia.

Las explotaciones objeto de esta investigación se ubican 
fundamentalmente en las áreas ecológicas "sierras y mesetas", 
"precordillera" y "cordillera", y comprenden a las propiedades 
privadas de más de 100 hectáreas situadas en los siguientes de­
partamentos: Los Lagos, Lacar, Huiliches, Collón Cura, Catán 
Lil, Aluminé, Zapala, Picunches, Loncopué y Ñorquín.

Estas suman 2.736.996 hectáreas, equivalentes al 63% de 
la superficie total de las propiedades privadas de la provincia.

En términos generales las precipitaciones varían desde los 
200 milímetros anuales en la región Este de la provincia, aumen­
tando hacia el Oeste hasta llegar a valores de 1.500 o incluso
2.000 milímetros anuales en plena cordillera.

El 55% de la superficie rural de la provincia es propiedad 
fiscal, generalmente correspondiente a las áreas ecológicas me­
nos productivas. Las mismas son ocupadas por campesinos, de­
dicados predominantemente a la cría de ganado, en especial ca­
prino.
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El estudio de la distribución de la propiedad: variables y 
bases de datos

Para realizar esta investigación se utilizaron como fuentes 
registros gráficos, planillas resúmenes de información comple­
mentaria y registros de base electrónicos aportados por la Direc­
ción Provincial de Catastro, Tierras y Colonización de la Provin­
cia del Neuquén. Por su parte, para la realización del procesa­
miento de la información se tomó como base la metodología pro­
puesta y desarrollada por Basualdo y Khavisse.2

En virtud de estas premisas se definieron los siguientes 
campos o variables: catastro, superficie de tierra, valor básico de 
la tierra, apellido y nombre, calle, domicilio postal y responsable 
del impuesto. Se partió originalmente de 2.515 registros de par­
celas catastrales para posteriormente llegar a 1879 y finalizar con 
873, como resultado de la interacción de las bases de datos y el 
control efectuado sobre los registros.

A esto se debe incorporar el resultado del filtrado (la res­
ta) de todas las parcelas fiscales y las privadas menores a las 100 
hectáreas. De esta manera se obtuvieron los siguientes datos:

• superficie total del área en estudio: 6.262.858 hectáreas
• superficie privada de las parcelas mayores de 100 hectá­

reas del área en estudio: 2.736.996 hectáreas
• superficie fiscal de las parcelas mayores de 100 hectáreas 

del área en estudio: 3.508.867 hectáreas.

2 Las formas de propiedad más simples, en cuanto al número de sujetos de derecho, 
son las que ejercen los individuos y las personas jurídicas en forma directa, dentro de es­
tas últimas se encuentran las sociedades anónimas, de responsabilidad limitada, en coman­
dita por acciones, etc. Las formas de propiedad más complejas se originan siempre en la 
asociación de personas físicas, pero se pueden expresar en figuras jurídicas diferentes. En 
síntesis, de todas las alternativas posibles las formas de propiedad complejas de mayor re­
levancia son: las asociaciones (entre individuos o entre sociedades de diferentes propieta­
rios) y los grupos de sociedades. (Basualdo y Khavisse, 1993).
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• superficie privada de las parcelas menores de 100 hectá­
reas: 8.604 hectáreas

• superficie fiscal de las parcelas menores de 100 hectáreas: 
8.391 hectáreas

Si bien existen numerosos casos en los que una única par­
cela coincide con una propiedad y por ende con un titular, tam­
bién se encontraron otros en los que la propiedad se encuentra 
constituida por varios registros parcelarios. Como resultado de la 
unificación de estos registros, el número de titulares en estudio 
se redujo a 464 (cuadro 1).
Cuadro 1. Cantidad de titulares y superficie, estratificadas en valores absolutos y porcentaje

Estrato Titulares % Superficie %

100-500 83 17.89% 22738.38 0.83%
501-1000 77 16.59% 55733.05 2.04%
1001-2500 97 20.91% 175143.17 6.40%
2501-5000 73 15.73% 280034.30 10.23%
5001-10000 71 15.30% 529431.07 19.34%
10000-20000 34 7.33% 486197.50 17.76%
20001-40000 19 4.09% 519491.07 18.98%
40001 y más 10 2.16% 668227.77 24.41%

Total 464 100.00% 2736996.31 100.00%

Fuente: Elaboración propia en base a datos del catastro inmobiliario rural. Dirección Provincial de Catastro, Tierras y 
Colonización de la Provincia del Neuquén.

Según la división catastral, las parcelas mayores de 10.000 
hectáreas ocupan el 36,45% de la superficie del área en estudio. 
Sin embargo, desde el punto de vista de la propiedad, en los es­
tratos con más de 10.000 hectáreas se concentra el 61,15% de la 
superficie bajo el control del 14% de los titulares.

En este grupo, el mayor porcentaje de superficie acumula­
da se encuentra en el estrato de más de 40.000 hectáreas, con el 
24.41% y el 2,16% de los titulares.
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Estimación final de la distribución de las propiedades

Como expresamos anteriormente, el agolpamiento de las 
parcelas correspondientes a un mismo titular permite formarnos 
una idea inicial sobre las características de la concentración de la 
tierra, pero limita el análisis puesto que la simple relación de pro­
piedad oculta otros tipos de vinculaciones, de índole social o eco­
nómica, que forman parte de una compleja trama en la que están 
en juego personas físicas y/o sociedades.

De allí que al utilizar la información referida a las direccio­
nes postales de los titulares y/o responsable de los impuestos se 
pueden detectar vinculaciones económicas más complejas, ya 
que la existencia de dos o más titulares con un mismo destinata­
rio postal puede revelar que se trata de inmuebles rurales con 
una administración y gestión unificada, que se originan en vin­
culaciones de propiedad".3
Cuadro 2. Cantidad de propietarios y superficie, estratificadas en valores absolutos y 
porcentaje

Estrato Propietarios % Superficie %

100-500 80 19.85% 21890.72 0.80%
501-1000 67 16.63% 48941.48 1.79%
1001-2500 85 21.09% 151858.14 5.55%
2501-5000 59 14.64% 222528.33 8.13%
5001-10000 54 13.40% 410535.11 15.00%
10000-20000 25 6.20% 363078.23 13.27%
20001-40000 18 4.47% 545376.15 19.93%
40001 y más 15 3.72% 972788.15 35.54%

Total 403 100.00% 2736996.31 100.00%

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del catastro inmobiliario rural. Dirección Provincial de Catastro, Tie­
rras y Colonización de la Provincia del Neuquén

3 Basualdo, Eduardo y Khavisse, Miguel. El Nuevo Poder Terrateniente. Ed. Planeta, 
Bs As, 1993.
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En el cuadro 2 se reproducen los datos obtenidos del cru­
zamiento entre diferentes titulares individuales (personas o so­
ciedades), sus respectivas direcciones, y los datos recogidos en el 
terreno a partir de entrevistas a informantes calificados y a pro­
pietarios.

El procesamiento para la confección de este cuadro tuvo 
que realizarse en forma manual, dadas las características de las 
vinculaciones realizadas, las que permitieron arribar a un total de 
403 propietarios.

Los movimientos entre los estratos son el resultado de las 
asociaciones realizadas, y permiten observar que los casos más 
relevantes de concentración de propietarios se encuentran a par­
tir del estrato de 5.001-10.000 hectáreas, aunque es en el de
40.000 y más donde se registra un incremento del numero de 
propietarios.

Este incremento se traduce en un aumento de la superficie 
del estrato y con ello de la participación porcentual de éste sobre 
la superficie total del área en estudio (del 24,41% al 35,54%).

Las distintas vinculaciones realizadas a partir de los datos 
catastrales y la información obtenida en el terreno permitió de­
tectar la conformación de 22 grupos de propietarios. A partir de 
la metodología empleada, la estimación de vinculaciones de pro­
piedad no implica bajo ningún punto de vista la identificación de 
la concentración de superficie bajo diferentes formas de propie­
dad con una unidad productiva o establecimiento agropecuario.

Lo que se pretende en este análisis es avanzar en la estima­
ción de las asociaciones entre personas físicas o jurídicas que, co­
mo afirman Basualdo y Khavisse, "...generan vinculaciones de 
propiedad de distinta intensidad entre los individuos que partici­
pan de ella, las cuales se encadenan entre sí y dan como resulta­
do una trama intrincada de relaciones, algunas de las cuales son 
muy intensas mientras que otras son débiles y en muchos casos 
aparentemente difusas".
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Grupos de propietarios
Apellido y Nombre Superficie Apellido y Nombre Superficie
Taguas S.A. Y Otro 123.76 La Constancia Ganadera 6416.05
Horkla S.A. 4921.27 Collunco S.A. 20181.19
Herlo S.A. 2109.99 San Cabao S.A. 21832.71
Maitriga S.A. 4787.32 Facht, Juan Pedro G. 1384.6
Meliquina S.A. 12432.9 Fuchs Facht, Guillermo M. 1191.6
Von Buchholtz Wolf 10977.44 Grupo 5 51006.15
Grupo 1 35352.68

Apellido y Nombre Superficie
Apellido y Nombre Superficie Finkelstein, José 26946.78
Jones, Carlos A. Y Otros 7481.02 Finkelstein, Marcos Y Otros 780.47
Jones De Perez, Susana 2255.29 Cochico S.A.I.A.I. 3778.62
Jones Y Fry, Susana 3750 Margamar SACIELA. 3966.23
Nahuel Huapi S.A. 2573.41 Grupo 6 35472.1
Ovrum, Emilio 2045.73
Grupo 2 18105.45 Apellido y Nombre Superficie

Chiappe B.De L., Zunilda 700.48
Apellido y Nombre Superficie Chiappe, Clemente 12481.25
De Ganay, Andrés Eduardo 5120.44 Grupo 7 13181.73
De Larminat, Enrique Luis 3418
De Larminat, Miguel María 552.57 Apellido y Nombre Superficie
La porteña S.A. 11496.93 Giustozzi, Amadeo Roberto 1298.1
Tipiliuke S.A.G.A. 18853.83 Giustozzi, Aníbal Oscar 4111.67
De Montalembert, Santiago 5778.45 Giustozzi, Silvia Diana 3826.4
Santibe S.A.C. Y A. 9001.07 Kaufman, Jorge R. Y Otro 25947.25
Chacabuco Del Neuquen S.A 72034.75 Grupo 8 35183.42
Grupo 3 126256.04

Apellido y Nombre Superficie
Apellido y Nombre Superficie Lafontaine, Isabel Y Otra 1250
Rambeaud, Gastón S.R.L.S/S 5779.84 Lafontaine, León 5000
Rambeaud, Mario 10000 * Lafontaine, Pedro A. 2500
Rambeaud, Santiago 15246.56 Lafontaine, Remigio Y Otros 7500
Grupo 4 31026.4 Grupo 9 16250
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Apellido y Nombre Superficie Apellido y Nombre Superficie
Lariviere, Mauricio L. 5002.19 Trolope S.A. 13630.69
La Primavera Argentina 4308.94 Estancia Alpina S.A. 16935.45
Grupo 10 9311.13 El Pino Andino S.A. 6168

Crexell, Guillermo Hugo 5217.67
Apellido y Nombre Superficie Grupo 16 41951.81
Mendaña de S., Elsa C. Y 0  400.61
Sympson, Pedro Tomas 588.97 Apellido y Nombre Superficie
Grupo 11 989.58 Agropecuaria Del Sur S.A. 31655.03

Alberto Zingoni S.A. 10000
Apellido y Nombre Superficie Grupo 17 41655.03
Temi Yamil, Antonio 2044
Temi, Restom 12025 Apellido y Nombre Superficie
Muñoz De Temi, Dina 4949 Ale¥A, Gerardo G. Y Otra 8633.41
Grupo12 19018 Estancias Catan Lil S.C.A 33746.23

Grupo 18 42379.64
Apellido y Nombre Superficie
Mustad, Ole Kristen 10190.65 Apellido y Nombre Superficie
Paylacura S.A. 3078.06 Caleufu S.A. 11559.07
Grupo 13 13268.71 Estancia Hilson S.A.C.A. 19159.17

Grupo 19 30718.24
Apellido y Nombre Superficie
Porro, Alfredo 1620.28 Apellido y Nombre Superficie
Porro, Edward Y Otros 3314.25 Riffo, Aurora Y Otros 2303.09
Porro, Héctor Alfredo 743.16 Adad, Miguel 1000
Carrithers, Ashley Kent 18032.59 Grupo 20 3303.09
Pichachen S.A. 20186.81
Grupo 14 43897.09 Apellido y Nombre Superficie

Ortiz Basualdo, Carlos F. 1206.13
Apellido y Nombre Superficie Ortiz Basualdo, Juana Y Ot 2289.82
Trannack De M. Ines Y Ot. 4100 Ortiz Basualdo, Maria M. 1595.93
Trannack, Alicia Beatriz 5000 Grupo 21 5091.88
Campo Zapala Sa Y Otr. 9172.8
Sorzana, Germán R. Y Otro 323.29 Apellido y Nombre Superficie
Agromat S.A. 828.39 Taux, Margarita 3700
Matarazzo, Jorge 808.13 Taux, Adalberto 795.11
Grupo 15 20232.61 Grupo 22 4495.11

Fuente: Elaboración propia en base a datos del catastro inmobiliario rural. Dirección Provincial de Catastro, Tierras y 
Colonización de la Provincia del Neuquén y relevamiento de campo.
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Procesos de concentración, desconcentración y 
extranjerización de la propiedad

Tradicionalmente existió una correlación muy marcada en­
tre la ubicación del establecimiento en un área ecológica y la 
composición del rodeo. Así, los establecimientos ubicados en las 
áreas ecológicas de "cordillera" y "precordillera" muestran la pre­
dominancia del bovino, mientras que los establecimientos ubica­
dos en el área ecológica "sierras y mesetas" se caracterizan por 
una clara predominancia del ovino.

En las áreas ecológicas de "cordillera" y "precordillera" el 
proceso de privatización inicial de tierras se caracterizó central­
mente por la realización especulativa de la propiedad de la tierra 
adquirida al Estado Nacional por propietarios ausentes vincula­
dos a las élites de Buenos Aires. Esto se realizó fundamentalmen­
te a partir de las concesiones de colonización, particularmente 
por aplicación de la ley N 817 de 1876 llamada Ley Avellaneda.

Estas concesiones implicaron la concentración de
1.600.000 hectáreas en poder de 27 propietarios. Posteriormente 
los adquirentes de las tierras vendidas en esta área fueron, hacia 
principios de siglo, terratenientes y grupos económicos ligados a 
las estructuras de poder del sur chileno, así como también ingle­
ses y alemanes. De esta manera se conformaron grandes estancias 
dedicadas principalmente a la producción bovina orientadas al 
abastecimiento de carne al sur de Chile.

En el área ecológica "sierras y mesetas", cuyos suelos son 
de menor receptividad ganadera, predominó la concentración de 
tierras en grupos de origen comercial instalados desde antiguo en 
la región, vinculados desde sus patrimonios ganaderos a las es­
tructuras de poder local en formación.

A partir de este proceso se conformaron grandes explota­
ciones especializadas en la producción ovina. Contrariamente, se 
registraron procesos de desconcentración de la propiedad ligados 
centralmente a la subdivisión por herencia, habitual y de gran in­
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cidencia en los procesos de transformación histórica de la propie­
dad agraria, al igual que los movimientos de signo inverso que 
neutralizan parcialmente sus efectos.

En el área de estudio el impacto de la subdivisión de gran­
des propiedades está asociado fundamentalmente a casos de ex­
plotaciones tradicionalmente dedicadas a la ganadería en las 
áreas ecológicas de "precordillera" y de "sierras y mesetas".

Es en esta última donde se hacen más significativos los 
efectos de la aguda crisis de la producción lanera. En este caso, a 
la subdivisión por herencia se le asocia posteriormente la trans­
ferencia por venta. Sin embargo en el universo estudiado, y en 
particular en el área ecológica de "sierras y mesetas", la alta inci­
dencia de los procesos de subdivisión esta dada no tanto por la 
cantidad de casos sino más bien por la superficie involucrada.

Esto es así por el elevado grado de concentración alcanza­
do por la propiedad donde dos familias llegaron a controlar apro­
ximadamente entre 350.000 y 400.000 hectáreas.

Los procesos de concentración están asociados a la activi­
dad ganadera bovina en gran escala y ligados a otras actividades 
económicas extra-agrarias. Este proceso de expansión se basa en 
la producción vacuna desarrollada en las áreas ecológicas más ap­
tas, y a partir de ahí se incorporan en propiedad y/o en arrenda­
miento establecimientos de otras áreas ecológicas en función de 
un manejo más global del rodeo y las pasturas.

Por otra parte, y de acuerdo a la información recogida en 
terreno, se han detectado cambios en la propiedad y con relación 
a la concentración, que no sólo tienen que ver con la superficie 
involucrada, sino también con el origen de los capitales.

Cabe aclarar que del conjunto de las localidades que inte­
gran el universo de la investigación, en este análisis específico só­
lo se han tomado los departamentos Lacar, Huiliches, Alumine, 
Los Lagos, Collon Cura y Catan Lil.

Con relación al origen del capital es necesario diferenciar 
dos situaciones. Una es la relacionada a propiedades que desde
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hace décadas se encuentran ligadas a capitales extranjeros. Se in­
cluyen aquí unas veinte propiedades que en su conjunto abarcan 
aproximadamente 336.000 hectáreas, distribuidas en los citados 
departamentos. La otra situación está referida a las compras re­
cientes, unas quince propiedades que suman un total aproxima­
do de 164.000 hectáreas.

Si se suman ambos grupos, y de acuerdo a la superficie del 
área, las propiedades ligadas al dominio de capitales extranjeros 
representan el 31% de la superficie. Pero si se analiza en particu­
lar, se advierte que es en los departamentos Lacar y Huiliches 
donde se registra la mayor incidencia de propietarios de origen 
extranjero, con el 70% y el 61% respectivamente.

Indudablemente las buenas condiciones agroecológicas y 
el alto valor paisajístico de estas zonas, así comor la cercanía de 
importantes centros turísticos, estarían orientando las inversio­
nes de capital foráneo en la región.

Tamaño de las explotaciones ganaderas

Para establecer un indicador más ajustado del tamaño de 
los establecimientos, teniendo en cuenta la variabilidad de la re­
ceptividad ganadera -determinada por las diferentes condiciones 
ecológicas de la provincia-, hemos tomado la cantidad de cabezas 
de ganado por unidad.
Cuadro 3. Cantidad de explotaciones con ganado bovino y número de cabezas por esca­
la de tamaño del rodeo.

Tamaño Hasta 51 101 201 501 1001 2001 Más de Total
de rodeo 50 a 100 a 200 a 500 a 1000 a 2000 a 4000 4000

EAPS 602 61 51 50 39 13 12 3 831
Cabezas 8224 4498 7119 16064 25983 19297 34978 16313 132476

Fuente: Elaboración propia en base a datos del C.N.A. 88.
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Como puede observarse, en el Cuadro 3 se expresa el alto 
grado de polarización existente en la propiedad ganadera. El 
1,8% de los establecimientos, correspondientes a los estratos de 
2000 a 4000 y más de 4000 cabezas, concentran el 38,7 del total 
de los bovinos. Considerando los establecimientos de más de 
1000 cabezas, que son el 2,7% del total, la concentración del ga­
nado se eleva al 53,28%.

Cuadro 4. Número de establecimientos por tamaño del rodeo bovino por departamento.

Departamento 5 a 100 101 a 250 251 a 500 501 a 1000 más de 1001 Total

Aluminé 145 8 4 6 1 164
Catan Lil 83 8 5 6 1 103
Collón Cura 33 3 0 6 1 43
Huiliches 89 7 4 3 6 109
Lacar 90 5 0 1 5 101
Loncopue 151 9 5 2 6 173
Norquin 124 9 3 4 2 142
Picunches 95 6 3 4 1 109
Zapala 126 8 1 1 0 136

Total Deptos. 936 63 25 33 23 1080

Total Provincia 1658 115 40 35 24 1872

Fuente: Huerta, Guillermo. 1997.en base a CNA88.

Por otro lado, diversos trabajos sobre la actividad ganade­
ra plantean que la unidad económica en bovinos sería la corres­
pondiente a un rodeo de entre 200 a 300 bovinos.

Considerando en nuestro universo de análisis a los pro­
ductores de más de 250 cabezas de bovinos como limite a partir 
del cual definiríamos a una explotación como empresarial, la 
cantidad de explotaciones de este tipo asciende a 99, sólo el 
5,2% de los establecimientos con ganado bovino en toda la pro­
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vincia; mientras que en los departamentos bajo estudio suman 
81, correspondiente al 7,5% de los establecimientos con ganado 
bovino.

En los departamentos Lacar, Huiliches, y Aluminé, sobre 
los cuales se puede estimar una receptividad promedio de 10 hec­
táreas por cabeza, los establecimientos empresariales serían los 
de más de 2.500 hectáreas. Estos suman unos 61 casos y, como 
puede observarse en el cuadro 4, la cantidad de explotaciones 
con más de 250 vacunos en dichos departamentos se reduce a 30 
casos.

Como se desarrolla más adelante en la tipología, existe una 
proporción importante de propietarios, (un 50% en los departa­
mentos mencionados) con superficies mayores a las 2.500 hectá­
reas, que no desarrollan la ganadería con una escala que pueda 
considerarse empresarial. En realidad se trata de establecimien­
tos que se destinan al arrendamiento, la actividad turística, al es­
parcimiento de sus propietarios y, en pocos casos, a la actividad 
forestal.

Tipología de propiedades y propietarios

1. Propietarios de grandes estancias ganaderas en expansión con 
actividades extra-agrarias.

Originalmente ubicadas en área ecológica de "cordillera". 
Dedicados a la cría y recría de ganado vacuno. Con rodeos de 
más de 2.000 cabezas.

Con vinculaciones económicas y sociales regionales y ex­
tra-regionales. Se trata en la mayoría de los casos de estableci­
mientos que desde principios de siglo han sido propiedad de des­
cendientes de una misma familia, las que desde ese momento 
también contaban con otras propiedades tanto en Chile como en 
la provincia de Buenos Aires.
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Actualmente los propietarios se agrupan en distintas socie­
dades, con diferente grado de participación de miembros de la fa­
milia, e incluso con la integración de accionistas extranjeros.

Estos terratenientes son propietarios de establecimientos 
en otras provincias tanto como en otros países vecinos. Estable­
cen vinculaciones con otros actores sociales a través del arriendo 
y o compras de campos en diferentes áreas ecológicas dentro de 
la provincia, como estrategia para aumentar el número de cabe­
zas de ganado vacuno.

Están en expansión en la producción ganadera, aumentan­
do la cantidad de cabezas que manejan. En algunos casos se con­
vierten en arrendatarios de importantes superficies de campos 
desocupados que en general son propiedad de extranjeros. Son 
grandes demandantes de mano de obra de las comunidades cam­
pesinas indígenas. Bajo su control en propiedad o arrendamiento 
están involucradas aproximadamente unas 250.000 hectáreas.

A su vez, llevan adelante otras actividades económicas que 
incluyen desde servicios turísticos para clientes exclusivos de ni­
vel internacional, hasta la construcción o negocios inmobiliarios. 
La amplia gama y el dinamismo de relaciones comerciales que de­
sarrollan determina una residencia en el campo esporádica en 
gran parte de los casos.

Participan y ocupan roles dirigentes en la organización que 
los agrupa -la Sociedad Rural del Neuquén-, a través de la cual 
ejercen un rol activo en la demanda sectorial hacia el Estado. En 
su carácter de ganaderos en expansión han sido en el último pe­
ríodo un grupo activo en la búsqueda de nuevas alternativas pa­
ra la comercialización. Esta acción puede verificarse, por ejem­
plo, en su papel en las negociaciones con Chile para hacer posi­
ble la exportación de terneros de destete en pie para engordarlos 
en el país vecino, todo asociado a las posibilidades de exporta­
ción por el Océano Pacífico hacia Japón.
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2. Propietarios de grandes estancias tradicionalmente dedicadas 
a la ganadería con residencia en la zona.

Los establecimientos propiedad de estos terratenientes es­
tán ubicados en las áreas ecológicas de "cordillera" y ""precordi­
llera", con tamaños entre 10.000 y más de 20.000 hectáreas; y 
con rodeos de entre 1000 a más de 2000 cabezas de ganado va­
cuno. Algunos de ellos tienen como actividad también la cría de 
caballos de raza.

Esta fracción social está constituida por descendientes de 
las familias propietarias o grupos empresariales que adquirieron 
sus campos a principios de siglo. Algunos de ellos tienen también 
explotaciones en la pampa húmeda. Residen en el establecimien­
to o bien en comunidades vecinas, lo que les permite establecer 
vínculos sociales y económicos con la sociedad local. Suelen par­
ticipar frecuentemente en la celebración de las fiestas cívicas, co­
mo así también en otros eventos de carácter público.

Como los agrupados en el tipo anterior, participan y ocu­
pan roles dirigentes en la Sociedad Rural del Neuquén, y son ha­
bituales organizadores y expositores de la feria anual. Represen­
tan como grupo social a la élite de los estancieros locales.

Los campos están dotados de instalaciones completas e in­
cluso sobredimensionadas en cuanto a edificaciones. El casco de 
estos establecimientos tiene como unidad central la casa del pro­
pietario, que no sólo ocupa amplias superficies sino que además 
satisface sobradamente las exigencias de confort.

La estructura productiva que poseen les permite realizar 
un adecuado manejo sanitario, nutricional y reproductivo del ro­
deo, como así también el mejor aprovechamiento de los pastiza­
les naturales.

Establecen vinculaciones con las comunidades indígenas y 
los campesinos de la zona en su carácter de demandantes de ma­
no de obra. Esta relación se asemeja a la clásica vinculación "la­
tifundio-minifundio", no sólo desde el punto de vista del rol de
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proveedores de fuerza de trabajo, que cumplen en particular las 
comunidades indígenas vecinas, sino también por el tipo de rela­
ciones sociales caracterizadas por un fuerte tono personalista.

Dichos sectores han competido históricamente por el re­
curso tierra, y es frecuente la existencia de conflictos por la mis­
ma ligados a la disputa de límites, áreas de pastoreo fiscales o 
áreas de tránsito de veranada-invernada.

La mayoría de estos grandes establecimientos está desarro­
llando actividades turísticas centradas casi exclusivamente en la ca­
za y la pesca. Si bien esta actividad siempre estuvo presente, en épo­
cas anteriores estaba más ligada a las vinculaciones sociales próxi­
mas del propietario. Actualmente la explotación de los cotos de ca­
za y de pesca es visualizada como una actividad que puede generar 
ingresos relevantes con una inversión proporcionalmente pequeña.

Este tipo de explotación turística está directamente vincu­
lada a la gran propiedad territorial y a clientes de alto poder ad­
quisitivo nacionales y extranjeros.

3. Sociedades propietarias de estancias dedicadas principalmen­
te a la producción ganadera que pertenecen a grupos económi­
cos extraregionales.

En este tipo ubicamos a las unidades productivas de 
10.000 a 20.000 hectáreas que se dedican principalmente a la cría 
y recría de ganado vacuno, con destino al mercado regional y/o al 
engorde, en campos propios en la región de la pampa húmeda, 
con rodeos entre 1.500 y 2.000 cabezas de ganado vacuno.

Estos establecimientos se encuentran en las áreas ecológicas 
de "cordillera" y "precordillera", dentro de la cual son considera­
dos los de mayor aptitud ganadera. Desde su conformación como 
estancias se dedicaron exclusivamente a la cría de ganado vacuno.

Algunos de estos establecimientos derivan del fracciona­
miento de establecimientos mayores como consecuencia de la 
subdivisión por herencia o la disolución de las sociedades extran­
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jeras de antigua radicación en la región; y otros por adquisición 
por parte de grupos económicos de capitales extraregionales con 
producción ganadera en la pampa húmeda.

Los propietarios ausentistas hacen visitas con fines recrea­
tivos y de descanso en distintos periodos del año.

Frecuentemente integran sociedades que están ligadas a 
circuitos económicos extra regionales vinculados a la actividad 
agropecuaria. Por estos motivos el desarrollo productivo de los 
campos queda librado en gran medida a la iniciativa de los admi­
nistradores y mayordomos, motivo por el cual se observan distin­
tos grados de eficiencia productiva.

Algunos de estos establecimientos son considerados "de 
punta", lo que es producto esencialmente de las iniciativas y capa­
cidades del administrador. De acuerdo a la calidad de recurso natu­
ral disponible sería posible aumentar la productividad física, lo que 
implicaría una mayor inversión de capital; desembolso que en tér­
minos generales no han estado dispuestos a hacer los propietarios.

Los administradores o mayordomos que gestionan estos 
establecimientos mantienen contacto con representantes de los 
grupos económicos propietarios, quienes se encuentran general­
mente radicados en Buenos Aires. Los responsables de la conduc­
ción local del establecimiento son socios activos de la Sociedad 
Rural y figuran entre las personas reconocidas en la región.

4. Propietarios de grandes establecimientos con capital de ori­
gen extraregional, nacional o extranjero, sin residencia local y 
con diferentes grados de desarrollo de actividad ganadera.

Se trata de establecimientos que no fueron adquiridos con 
el propósito de inversión en la producción ganadera. Dentro del 
tipo podemos dividir los establecimientos en relación al momen­
to de su adquisición en dos grupos.

Por una parte se registran casos de posesiones de cierta an­
tigüedad ubicadas en las áreas de "cordillera" y "precordillera",
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con superficies que varian desde aproximadamente 4.000 a 5.000 
hectáreas pero ubicadas en plena cordillera con bosque natural y 
costa de lago, y otras de más de 70.000 hectáreas en "precordille­
ra", ligadas a inversiones inmobiliarias sin un rol productivo ac­
tivo y claro dentro del grupo económico al que pertenecen.

Aparentemente el futuro de estas propiedades no estaría 
vinculado a las perspectivas o evolución de la actividad ganade­
ra. Encontramos casos en que se otorgan parcelas de tierra en 
arriendo a otros estancieros que sí tienen como actividad princi­
pal la cría y recría de ganado vacuno. Se registran otras situacio­
nes en que se explotan los cotos de caza mayor, o bien desarro­
llan en cierto grado la actividad ganadera. Esta se realiza aparen­
temente para cubrir los gastos o costos de mantenimiento. Los 
propietarios utilizan los campos en períodos muy cortos del año, 
especialmente en verano, para su esparcimiento y otras activida­
des sociales que se desarrollan en círculos exclusivos.

El otro grupo corresponde al conjunto de establecimientos 
que han sido comprados en los últimos cinco años, dentro de la 
corriente de inversiones motivadas por el valor paisajístico de las 
tierras y el desarrollo por parte de los propietarios de actividades 
deportivas y recreativas, como la caza y la pesca. Se trata de esta­
blecimientos que tradicionalmente fueron ganaderos, de superfi­
cies relativamente grandes, entre 5.000 y 70.000 hectáreas. Los 
nuevos propietarios son mayoritariamente extranjeros, europeos 
y americanos. En la mayoría de los casos no tienen planteado 
continuar con la producción ganadera y se ofrece para el arrien­
do parte o totalidad de las tierras. El objetivo del arrendamiento 
es la obtención de rápidas ganancias con mínima o ninguna in­
versión. En algunos casos esta situación ha derivado en un exce­
sivo sobrepastoreo.

Algunos de los nuevos propietarios continúan por ahora 
con el funcionamiento productivo ganadero que llevaban adelan­
te los dueños anteriores, incluso manteniendo al frente del esta­
blecimiento al mismo administrador.
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En términos generales los altos valores pagados por la ad­
quisición de estos establecimientos no se corresponden con la 
rentabilidad potencial en las condiciones actuales de la actividad 
ganadera. La superficie involucrada en este tipo es de aproxima­
damente 300.000 hectáreas en los departamentos Lacar, Huili- 
ches, Aluminé y Catan Lil.

5. Propietarios de establecimientos medianos 
con actividad ganadera.

Se incluyen en este tipo a los propietarios de explotaciones 
con superficie inferior a 6.000 hectáreas que se encuentran en las 
áreas ecológicas de "cordillera" y "precordillera", en los que se 
desarrolla la cría y recría, o sólo la recría de ganado vacuno. Si 
bien en todos los casos producen novillos para la venta en el mer­
cado regional, se aprecian diferencias en cuanto al grado de de­
sarrollo de este rubro dentro del establecimiento, en relación a la 
magnitud de los ingresos generados por esta actividad.

Se diferencia un subgrupo representado por los estableci­
mientos de menos de 1.000 hectáreas en los que la producción de 
novillos es complementaria de otra actividad principal, como la 
producción y venta de reproductores de raza o la cría de ciervos.

Desde el punto de vista de la escala productiva manejan ro­
deos de entre 300 y 400 vacunos. En la mayoría de los casos se 
realizan actividades económicas comerciales en las localidades 
cercanas, no ligadas a la actividad ganadera.

6. Propietarios con grandes establecimientos, de 20.000 a 
40.000 hectáreas en el área ecológica de "sierras y mesetas" 
que se encuentran en proceso de reconversión al bovino y 
disminusión de la cría de ovinos.

En este tipo se encuentran los establecimientos tradicio­
nalmente laneros, que tuvieron entre 7.000 y 10.000 cabezas de 
ovinos Hasta hace 20 años el ganado vacuno era sólo un comple­
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mentó de la actividad principal. En estos momentos están en pro­
ceso de reconversión. Se trata de sociedades integradas por 
miembros de la familia que obtuvieron la tierra por herencia a 
partir de la subdivisión de establecimientos de superficie mucho 
mayor aún. En la actualidad, por lo menos un integrante de la fa­
milia reside en el campo y se encuentra al frente de la conduc­
ción del establecimiento.

La crisis de sector lanero y las ventajas competitivas generadas 
a partir de la creación -en año 1976- de la barrera sanitaria, que ori­
ginó un sobreprecio de un 20 a 50% por kilo vivo de la carne vacuna 
en la zona al sur del río Colorado, derivó en el cambio de orientación 
productiva, de exclusivamente lanera a mixta, por la incorporación 
de cría y recría de ganado vacuno con destino al mercado regional.

7. Propietarios de establecimientos de tamaño medio en el área 
ecológica de "sierras y mesetas" en proceso de reconversión a la 
producción bovina y disminución de la producción ovina

Estos tienen su origen en muchos casos a partir de los pro­
cesos de subdivisión por herencia de establecimientos de mayor 
envergadura. En función de la superficie y de las condiciones 
agroecológicas, los establecimientos que les dieron origen se de­
dicaban exclusivamente a la cría de ganado ovino para la produc­
ción de lana con destino al mercado internacional. Dado que las 
receptividades de los campos del área de "sierras y mesetas" son 
sustancialmente inferiores a la de los campos de "cordillera" y 
"precordillera", el gran tamaño de los establecimientos y la ubi­
cación especifica de los mismos dentro del área jugaba un papel 
preponderante en el manejo extensivo de la producción.

Los procesos de subdivisión por herencia desembocan en 
la conformación de unidades productivas con superficies medias 
de 10.000 hectáreas en manos de condominios o sociedades anó­
nimas de origen familiar. Esta situación plantea claramente un 
problema de escala de producción, que se complejiza aun más
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cuando el titular del establecimiento no es una única persona fí­
sica sino que lo conforma una sociedad familiar. En muchos ca­
sos estas propiedades abandonan la producción y posteriormen­
te se venden.

8. Grandes propietarios de establecimientos con orientación 
productiva forestal y/o turística.

En este tipo encontramos a un conjunto de propietarios de 
explotaciones ubicadas en plena área ecológica de "cordillera", 
lindante con el bosque natural. En el caso de los llamados esta­
blecimientos forestales, se diferencia claramente un conjunto de 
empresas del departamento Lacar, de propiedad de capitales de 
origen alemán; que fueron adquiridos e inmediatamente se co­
menzó su forestación.

Sin embargo esta actividad no parece tener un rol econó­
mico relevante para sus propietarios. La conducción de los esta­
blecimientos está siempre a cargo de administradores.

El origen común de los capitales, la coincidencia en la ubi­
cación geográfica,5 incluso registrando límites colindantes entre 
sí, y al mismo tiempo las vinculaciones que se pueden establecer 
a partir de titulares y/o responsables del impuesto que registran 
el mismo domicilio,6 nos lleva a pensar que pueden tratarse cen­
tralmente de un conjunto de inversiones inmobiliarias.

Esta hipótesis podría verificarse si tenemos en cuenta que 
algunos de ellos realizan actividades relacionadas con los servi­
cios turísticos, normalmente asociadas a clientes extranjeros de 
círculos sociales comunes o compartidos.

5 El procesamiento realizado por el equipo sobre la información catastral permite vi­
sualizar claramente como este grupo de sociedades se encuentran en el mismo departa­
mento y sección catastral, aunque la identificación numérica de los lotes no necesaria­
mente es correlativa, la contigüidad se puede observar en los registros gráficos.

6 Los titulares tienen el mismo domicilio legal en Capital Federal, y los responsables 
del impuesto -en general- domicilio común en San Martin de los las Andes, a excepción 
de un caso que registra distinto domicilio.
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La superficie involucrada en este tipo de propiedades es de 
aproximadamente 50.000 hectáreas.

9. Sociedades propietarias de establecimientos de reciente ad­
quisición destinados a la actividad forestal.

Este nuevo actor está representado por grupos económicos 
dedicados a otras actividades económicas, ligadas a la extracción 
de recursos naturales no renovables, como la explotación petro­
lera.

Estos inversionistas han adquirido tierras y tienen como 
objetivo destinarlas a la explotación forestal. Los establecimien­
tos adquiridos son de superficies que varían entre las 3.000 y 
5.000 hectáreas, que devienen de la subdivisión de unidades pro­
ductivas mayores con orientación productiva ligada a la ganade­
ría bovina, ubicados el área ecológica de "precordillera", conside­
rada apta para la actividad forestal.

Estos grupos económicos no estarían dispuestos a pagar 
los altos valores de la tierra que se piden actualmente en la zona 
de "cordillera", por lo que las compras se han limitado a campos 
que por su tamaño y/o ubicación geográfica tienen un precio no 
vinculado con la valorización turística o paisajista que ha im­
pregnando el mercado de compra de tierras en este último perío­
do.

En relación al desarrollo de la actividad forestal por parte 
de estos nuevos propietarios habría dos tipos de estrategias o mo­
dalidades. Una de ellas sería la vinculación con el Estado para la 
forestación de áreas fiscales. Esto ha llevado al accionar conjun­
to del Estado y las empresas presionando sobre el sector de cam­
pesinos fiscaleros con el objeto de lograr la cesión de una porción 
de tierra que actualmente éstos usan en calidad de pastajeros, en 
aquellos sectores que supuestamente tendrían menor aptitud ga­
nadera, a cambio de algún tipo de mejoras en el resto del campo. 
A partir de la devolución de tierras al Estado por parte de los fis-
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caleros, aquél establecería convenios para la forestación con las 
empresas.

Por el contrario, otros grupos centrarían las estrategias en 
la compra de tierras privadas con el objetivo de no afrontar pro­
bables conflictos por la ocupación y propiedad de las tierras con 
los campesinos.

Este proceso es de muy reciente data, y respondería en par­
te a las nuevas exigencias a escala mundial hacia las industrias 
contaminantes; estas actividades industriales son compensadas 
económicamente a partir de las inversiones en forestación.

10. Propiedades con orientación turística
En la zona centro y sur del área ecológica de "cordillera", 

privilegiada desde el punto de vista paisajístico y de recreación, 
principalmente en los departamentos Lacar y Aluminé, se en­
cuentran establecimientos de superficies que van desde algunas 
centenares de hectáreas hasta 2.500 hectáreas de superficie, que 
actualmente brindan servicios turísticos como actividad central, 
para lo cual han realizado inversiones en edificaciones tales co­
mo hosterías o complejos de cabañas.

Son propiedades de un altísimo valor inmobiliario. Algu­
nas surgen a partir de procesos de subdivisión por herencia de es­
tablecimientos ganaderos de mayor superficie y otras son propie­
dades compradas por sectores sociales adinerados o empresarios 
como sitios de esparcimiento.

Dicho proceso es antiguo en la región lindante con los 
grandes centros turísticos. Previsiblemente esta actividad va a to­
mar un nuevo impulso con la valorización de estas zonas que to­
davía son parte de propiedades ganaderas de gran superficie.
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Conclusiones

En la provincia de Neuquén el proceso inicial de apropia­
ción de las tierras conformó una estructura basada en la gran pro­
piedad territorial con orientación productiva ganadera. Vale des­
tacar que dicho proceso se verificó en disputa con los campesi­
nos indígenas y criollos, y todavía son frecuentes los conflictos 
por la tierra.

Los campesinos, en particular las comunidades indígenas, 
quedaron desde el inicio desplazados de las mejores tierras y son 
ocupantes mayoritarios de los terrenos fiscales. Estas tierras se 
mantienen en ese status en principio porque, por su bajísima re­
ceptividad ganadera, no fueron motivo de disputa.

Sin embargo, dentro de todas las áreas se establecen asen­
tamientos puntuales y acotados de campesinos indígenas o crio­
llos en medio de las grandes estancias. Estos verdaderos bolsones 
se vinculan todavía como tradicionales proveedores de mano de 
obra de las estancias; aunque hay que destacar que el abandono 
por parte de las grandes estancias de la producción ovina, de­
mandante de mayor cantidad de mano de obra que la producción 
bovina, tiene un impacto directo en el aumento de la desocupa­
ción en el campesinado al no haber en este período procesos de 
absorción de fuerza de trabajo por parte de otras actividades.

Por su parte, el sector más capitalizado de campesinos, que 
ha logrado aumentar su rodeo, es demandante de tierras para 
arrendar a los estancieros vecinos.

La vinculación con Chile se interrumpió a partir de las dé­
cadas del 30  y '40, lo que redundó en la transferencia de una 
parte de las grandes estancias a nuevos propietarios. Algunos de 
ellos eran los administradores locales de los mismos capitales, y 
en otros casos ingresaron nuevos capitales asociados a propieta­
rios agropecuarios de la pampa húmeda y a capitales extra agra­
rios nacionales y extranjeros.
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Centralmente se mantuvo el predominio de la gran propie­
dad territorial ganadera y una importante proporción de tierras 
se encuentran subutilizadas o con destinos no productivos, en 
manos de propietarios extra regionales nacionales y extranjeros. 
Esto se verifica particularmente en las mejores tierras que se ubi­
can en las áreas de "cordillera" y "precordillera".

En este área se incorpora como fenómeno nuevo la ex­
traordinaria valorización de las tierras por su valor paisajístico, lo 
cual se traduce en un proceso de compras recientes que involu­
cra a una superficie importante. La mayoría de estas operaciones 
son realizadas por inversores extranjeros que en principio desti­
nan los campos adquiridos para el desarrollo de actividades re­
creativas, fundamentalmente caza y pesca, y en su mayoría ofre­
cen las tierras con aptitud ganadera en arriendo a los grandes es­
tablecimientos ganaderos de la zona.

Sumadas las propiedades en manos extranjeras anteriores a 
este período, la proporción de tierras en estas condiciones alcanza al 
30% del total de la superficie estudiada. Sin embargo, en departa­
mentos como Lacar asciende al 70%, y a un 60% en el de Huiliches.

En estas localidades se han concentrado las adquisiciones 
territoriales debido a las características paisajísticas de la zona y 
por la influencia de los centros de concentración turística. Este 
nuevo elemento contribuyó a la valorización de las tierras del 
conjunto de los grandes propietarios, quienes, en términos gene­
rales, son reticentes a vender.

Los tradicionales grandes estancieros locales de las áreas 
de "cordillera" y "precordillera", en un contexto de bajos precios 
de la ganadería, se insertan en la actividad turística ofreciendo 
centralmente cotos de caza y pesca. En pocos casos se incorpo­
ran inversiones en edificaciones como hosterías, etc.

La caza del ciervo y la exclusividad de los sitios de pesca 
en ríos y arroyos sólo puede realizarse sobre la base de la pose­
sión de grandes superficies deshabitadas, lo cual refuerza la pre­
sencia de la gran propiedad territorial.
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Paralelamente, dentro de la actividad ganadera bovina hay 
procesos de expansión vinculados a actores con muchos años de 
inserción en la zona y en la actividad, pero que se caracterizan 
por su participación en actividades económicas extra agrarias.

Este fenómeno se basa en la adquisición de nuevas tierras 
en otras áreas ecológicas y, en gran medida, por la incorporación 
de tierras a su manejo ganadero por medio del arrendamiento de 
grandes propiedades no explotadas, en general de propietarios 
extranjeros, o de establecimientos medianos descapitalizados pe­
ro con muy buena aptitud ganadera.

En el área de "sierras y mesetas" los procesos determinan­
tes de las actuales reestructuraciones están asociados en primer 
lugar a la crisis lanera y a los procesos de subdivisión por heren­
cia de grandes propiedades extensivas tradicionales. Se constata 
un proceso de venta por parte de los herederos. La estrategia cen­
tral adoptada para la reconversión en esta área ecológica es la 
producción bovina, que sólo tendría viabilidad en establecimien­
tos con una escala de más de 20.000 hectáreas.

Un actor social que se incorpora son las empresas petrole­
ras que realizan compras de campos para la forestación, aunque 
hasta ahora éstas han sido relativamente escasas. Los altísimos 
precios de la tierra por la valorización turística han frenado este 
proceso.

La ganadería está transitando una coyuntura de crisis que 
en el caso de la actividad lanera persiste desde hace varios años. 
La producción agropecuaria nacionalmente se encuentra en me­
dio de una profunda crisis motivada fundamentalmente por la 
caída de precios de los productos, los altos costos internos de al­
gunos insumos -en particular del dinero-, y el alto nivel de en­
deudamiento.

La desaparición de la barrera sanitaria implicará, en la pro­
ducción bovina, la reorientación de la producción casi exclusiva­
mente a la cría y venta de terneros al destete, para su recría y ter­
minación en regiones más favorables como la pampa húmeda.
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Los ganaderos que poseen campos en dicho espacio se reinserta­
ran más rápidamente, mientras que las perspectivas de venta de 
terneros a Chile pueden considerarse como de mediano plazo.

En síntesis, las reestructuraciones que se detectan se refie­
ren centralmente a la aparición de nuevos actores sociales, con 
una característica relevante en cuanto a la cantidad de tierra in­
volucrada, y que no tienen como estrategia u objetivo la produc­
ción ganadera.

Los grandes estancieros locales que se ubican en las áreas 
más productivas persisten en la actividad y valorizan sus propie­
dades a partir del turismo. No aparecen con relevancia el ingreso 
de capitales nuevos ligados a la actividad ganadera, ni modifica­
ciones sustanciales en los niveles de inversión; y los procesos de 
expansión de la misma están ligados a contados casos de opera­
dores económicos con actividades económicas extra agrarias y 
con muchos años de inserción en la región, que compran tierras 
y a su vez son arrendatarios de grandes superficies de los nuevos 
propietarios.
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La Tenencia de la Tierra 
en América Latina
El Estado del Arte de la Discusión en la Región

1. Introducción

Cuando todo parecía indicar que el "problema de la tierra", 
ese antiguo nudo gordiano de la cuestión agraria que alimentó la 
vida política y social de América Latina durante tantas décadas, 
era una reliquia del pasado, hoy asoma nuevamente como tema 
de debate. Tímidamente. Por la puerta falsa aún. Y es que las vie­
jas banderas que dieron lugar a las reformas agrarias de la región 
siguen allí, como si el tiempo no les hubiera hecho mella: pobre­
za rural, éxodo a las ciudades, estancamiento de la producción 
agropecuaria, inequidad social. A lo cual se ha venido a agregar 
una rampante degradación ambiental, una perdida acelerada del 
capital natural, como gustan decir los economistas, quienes hoy 
se han apropiado del tema de la tierra.

Claro que ellos tienen otras preocupaciones: cómo pueden 
los mercados de tierras contribuir a reducir la pobreza rural, la 
degradación ambiental y la falta de competitividad en el sector 
agrícola es la formulación que hace del problema el Banco Mun­
dial, el organismo que hoy lidera la discusión en la región.
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Y es que la pobreza en el campo no sólo no ha sido resuel­
ta sino que se ha agudizado. Y habiendo fracasado el viejo mode­
lo de industrialización, la ciudad ha demostrado su incapacidad 
en absorber a tantos migrantes. Además, las nuevas reglas de jue­
go de la globalización y del libre mercado vuelven a preconizar 
un modelo basado sobre las ventajas comparativas de los países, 
lo que en América Latina en buenas cuentas significa fortalecer 
su capacidad de aportar materias primas a la economía mundial, 
con lo cual el sector rural recobra su antiguo brillo, revitalizando 
el viejo modelo agroexportador. La necesidad de dinamizar la 
producción agropecuaria y forestal implica poder cambiar las re­
glas de juego favoreciendo inversiones en el agro y ello solo pue­
de lograrse si se levantan las restricciones que pesan sobre el 
mercado de tierras.

El asegurar un aceitado funcionamiento del mercado de 
tierras se ha convertido así en la preocupación central de orga­
nismos nacionales e internacionales, en la panacea que asegura­
rá que tanto campesinos sin tierra como grandes inversores (y 
toda la franja de grises intermedia) acceda a la tierra. La discu­
sión se ha desplazado en consecuencia al 'cómo' lograrlo, para lo 
cual se han hecho grandes esfuerzos en programas de mensura 
y titulación de tierras, y de informatización de los catastros, los 
que a su vez permiten mejorar el sistema impositivo, aumentan­
do la recaudación fiscal. Paralelamente, otra área de trabajo ha 
sido la elaboración de nuevas leyes agrarias con el propósito 
central de destrabar la oferta de tierras en el mercado, para lo 
cual era necesario levantar todas aquellas restricciones que im­
pedían que el campesino pudiera enajenar la tierra, promovien­
do también la parcelación allí donde formas comunales o asocia­
tivas de propiedad y producción eran el obstáculo mayor para 
que dichas tierras ingresaran al mercado. Sin embargo, no se 
avanzó con la misma fuerza en establecer programas de crédito 
para que los campesinos y los sin tierra pudieran acceder a la 
compra, tampoco en programas complementarios de asistencia
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técnica a la producción y a la comercialización que los ayudaran 
a mantenerse como productores agropecuarios. Todo lo cual le­
vanta sospechas sobre la verdadera intención de estas políticas 
de tierras.

Los académicos siguen discutiendo sobre el efecto que las 
reformas de los '60 y 70 pudieron haber tenido sobre la estruc­
tura agraria y el porqué persisten algunas formas precarias de te­
nencia. Mientras tanto, bajo nuestras narices ocurre posiblemen­
te uno de los procesos de mayor impacto en el agro latinoameri­
cano desde la reforma agraria mexicana, por el cual se le van 
transfiriendo grandes superficies de tierra agrícola a un nuevo 
sector empresario, en un proceso de concentración de la propie­
dad como no ocurría desde el siglo XIX. La gran diferencia con 
aquellos procesos de reforma agraria que tanta inestabilidad po­
lítica supieron generar y que tanta tinta hicieron derramar, es que 
este proceso transcurre en silencio. Y que no ha sido documenta­
do. A diferencia de aquellas, donde las oligarquías nacionales 
afectadas mostraban su indignación accionando sobre el poder 
político, agitando la bandera del comunismo, en este caso el mer­
cado expulsa a decenas de miles de campesinos sin voz, en un 
contexto político y académico de creciente insensibilidad y de­
sinterés por su campesinado.

Es más que probable que el impacto de estas políticas so­
bre los recursos naturales también sea marcado. Porque si bien 
parte de quienes han adquirido tierra son productores capitaliza­
dos y medianos productores dispuestos a producir respetando 
ciertas prácticas de conservación de suelos y de sostenibilidad, 
una no despreciable proporción de la tierra está ahora en manos 
de grandes inversores para quienes hoy circunstancialmente la 
producción agropecuaria o el aprovechamiento forestal es un 
buen negocio, y donde la tierra y más específicamente el suelo o 
el bosque son simples insumos del proceso productivo. Una vez 
amortizada la inversión y agotada la fertilidad del suelo o extraí­
das las maderas valiosas, estos inversores avanzan sobre nuevas
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tierras o nuevos bosques, repitiendo el proceso. La carencia de 
una legislación ambiental que paute ciertas prácticas de conser­
vación de suelos o de manejo del bosque, o la falta de mecanis­
mos eficaces por parte del Estado para asegurarse que se cumpla 
con la legislación existente, facilita estos procesos. Y la globaliza- 
ción de la economía, que se ha traducido en muchos casos en la 
extra-regionalización cuando no la extranjerización de la propie­
dad de la tierra ha logrado poner frente a frente, a un aparato mu­
cho más poderoso y tecnológicamente mejor provisto para la de­
predación en gran escala, capaz de practicar una "agricultura mi­
gratoria" ya no sobre pequeñas parcelas sino sobre grandes su­
perficies, reconvirtiendo en un abrir y cerrar de ojos cientos de 
miles de hectáreas. Y sin que los centros de investigación y nues­
tros especialistas en cuestiones agrarias lleguen a dar cuenta del 
fenómeno en su verdadera dimensión.

En gran medida la atención de las organizaciones ambien­
talistas se ha concentrado en estos últimos años sobre las áreas 
protegidas y los territorios indígenas. La preocupación es legíti­
ma, pero hay que recordar que juntas, en el mejor de los casos, 
no superan en promedio el 20% de la superficie total de los paí­
ses de la región y que alguna vez la voracidad del capital también 
puede posar sus ojos en ellos, como ya está ocurriendo en algu­
nas zonas.

En realidad, como ya se ha señalado hasta el hartazgo, lo 
que está en crisis es el modelo económico y de sociedad y la rela­
ción que ésta establece con la naturaleza, una relación desigual, 
no recíproca, donde la tierra y los recursos naturales son concebi­
dos como objetos inertes, como un simple factor de producción, 
de disponibilidad prácticamente infinita. Este hecho, si bien no es 
el objeto de este estudio, no podía dejar de ser mencionado.

El desafío para el movimiento ambientalista en general es 
enorme. En primer lugar, el monitorear estos procesos y docu­
mentarlos y producir los conocimientos que permitan generar un 
discurso que ponga al desnudo los argumentos economicistas y
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cortoplacistas que siguen considerando la "liberalización" de los 
mercados de tierras como la panacea para los problemas de po­
breza y estancamiento del agro, cuando existen cada vez más du­
das entre sus mismas filas sobre las consecuencias sociales y eco­
nómicas de estas políticas. En segundo lugar, el de ir proponien­
do pistas que nos orienten a políticas de tierra coherentes con esa 
buena intención denominada "desarrollo sostenible".

Un segundo tema es el de seguir de cerca los cambios en la 
tenencia de la tierra que se ciernen como amenazas a los bosques 
nativos del continente. La ampliación de la frontera agropecuaria 
a través de procesos espontáneos o inducidos de colonización, al 
igual que la concesión de grandes superficies a la industria fores­
tal significan alteraciones en ecosistemas, por lo general frágiles 
y de gran diversidad biológica. En América del Sur, este proble­
ma es especialmente relevante, ya que la región tiene cerca del 
50% de su territorio cubierto por bosques nativos, en distintos 
estados de conservación y uso, que albergan una gran proporción 
(tal vez la mitad) de todas las formas de vida del planeta3 y cuya 
principal amenaza es básicamente la expansión de la frontera 
agropecuaria, resultado a su vez de problemas de tenencia en las 
áreas expulsoras y de políticas de tierras inapropiadas.

Un tercer gran tema es apoyar el reconocimiento de los te­
rritorios ocupados históricamente por los pueblos indígenas, 
contribuyendo a resolver conflictos por la tierra y por los recur­
sos naturales a través de procesos de mediación y en los procesos 
de demarcación, adjudicación y titulación de estos territorios. 
Los territorios indígenas se han convertido de hecho en una nue­
va categoría de "área protegida",4 jugando un rol muy importan­

3 UICN, Caminos hacia la Sostenibilidad - Programa de la UICN en América del Sur 
de cara al siglo XXI, Quito, 1996.

4 Philippe LENA, La forét amazonienne: un enjeu politique et social contemporain. 
En La forét-monde en question, Autrepart/Cahier des Sciences humaines, Nouvelle Série 
numéro 9, Paris, 1998.
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te en la conservación de la biodiversidad y en un uso sostenible 
de los recursos naturales vivientes. El desafío es lograr que los 
pueblos indígenas puedan manejar y aprovechar los recursos de 
sus territorios de tal forma que los beneficios se traduzcan en una 
mejor calidad de vida sin que altere sustancialmente ni su cosmo- 
visión ni su relación con la naturaleza.

2. Formas de Tenencia de la Tierra

El concepto "tenencia de la tierra" nunca ha sido objeto 
de grandes polémicas, y más bien cubre un abanico amplio de 
problemáticas. Sin embargo encontramos definiciones dispares, 
oscilando en el caso de América Latina en dos grandes grupos: 
quienes ponen el énfasis en los aspectos de distribución de la 
tierra entre los distintos actores sociales rurales y las relaciones 
que entre ellos se generan, y quienes ponen el acento en las for­
mas y derechos de propiedad, de acceso y uso de los recursos. 
Schweigert5 señala que una definición práctica de tenencia de la 
tierra debe integrar ambos aspectos, la distribución de la propie­
dad y los derechos de propiedad.

Forster y Stanfield6 señalan que los regímenes de tenencia 
están definidos socialmente por normas de acceso a los recursos 
(tierra, arboles, minerales, etc.) y normas de uso de los recursos. 
Estos regímenes definen los derechos y los deberes de la gente con 
respecto a los recursos. Estas normas pueden estar escritas en las 
leyes, o pueden ser parte de un derecho consuetudinario no escri­
to. La colectividad (normalmente una entidad política como el es­

5 Thomas SCHWEIGERT, Land Tenure Issues in Agricultural Development Projects 
in Latin America, Land Tenure Center, LTC Paper 132, Madison, 1989.

6 Nancy FORSTER y David STANFIELD, Tenure Regimes and Forest Management: 
Case Studies in Latin America, Land Tenure Center, LTC Paper 147, Madison, 1993.
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tado-nación, una dependencia del estado, una comunidad local, 
un clan) que legitima estas normas suele retener algunos de los 
derechos sobre el recurso, mientras que los usuarios del recurso 
designados (familias, grupos, empresas) tienen otros derechos. La 
división de los derechos de tenencia que a menudo pueden ser 
conflictivos entre sí, refleja las relaciones de poder.

Han habido varios intentos de clasificar las formas de tenen­
cia de la tierra en América Latina. Ello fue relativamente fácil has­
ta hace algunas décadas, mientras imperaron formas mas o menos 
estables y definidas de tenencia, y mientras los estudios agrarios se 
orientaban en gran medida sobre esta temática. A partir de los años 
'60 con las reformas agrarias y los procesos de colonización, y en 
forma mas acelerada a partir de los años '80, empiezan profundas 
modificaciones en las estructuras agrarias, con realidades regiona­
les cada vez más particulares, pero que lamentablemente ya no han 
sido monitoreados en los últimos años, debido a la perdida de in­
terés en estos temas por parte de los estudiosos del agro, economis­
tas, politólogos y sociólogos, con lo cual es difícil tener una radio­
grafía actualizada de las formas de tenencia en América Latina.

A modo de referencia, utilizaremos la siguiente clasifica­
ción basada principalmente en la que hace Mertins.7

3. Cambios en la Agricultura y la Estructura Agraria 
en América Latina

Históricamente los sistemas de tenencia en América Latina 
se basaron en la propiedad privada y la concentración de las tie­
rras agrícolas en manos de pocas familias y en la existencia de

7 Gunter MERTINS, Land Tenure Regulations and Land Tenure Forms in Latín 
América: Structures - Problems - Trends; an OverView (en la página Land Tenure de la 
GTZ - Geschellschaft fur Technische Zusammenarbeit), 1996.
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U lNJ Cuadro 1. Formas de tenencia de la tierra en América Latina.

Tipos de Propiedad Característica

1. Pública
• Areas intangibles: calles, aguas costeras, 
Puertos, áreas de seguridad nacional, etc.

No pueden ser vendidas, arrendadas, donadas, hipotecadas, etc.

• Areas Protegidas A veces superpuestas con otras formas de tenencia o concesiones 
mineras, madereras y petroleras

• Tierras Fiscales o Baldías A veces reservadas para programas de colonización

• Tierras urbanas/infraestructura

2. Privada8 
• Latifundios Con importantes áreas improductivas o de pastoreo extensivo

• Empresas agropecuarias Uso intensivo de tecnología y capital, relaciones de asalariamiento, 
vinculadas a agroindustrias y mercados externos

• Inversiones especulativas/inmobiliarias9

• Pequeños productores capitalizados Producen básicamente para el mercado, 
(monocultivos, café, tabaco, fruticultura, horticultura)

• Campesinos de subsistencia10

3. Asociativa/Comunal 
• Comunidades Campesinas Formas tradicionales de propiedad, a veces de origen pre-hispánico, 

combinando formas de usufructo comunal y familiar.
La tierra por lo general no puede ser vendida, parcelada, hipotecada.



Cooperativas Agrarias Amplio abanico en cuanto al carácter económico-empresarial o social 
de la organización

• Territorios Indígenas Con distintos grados de reconocimiento 
legal en cuanto a derechos de acceso y uso.

4. Sin tierra8 9 10 11
• pequeños arrendatarios, aparceros, medieros

• jornaleros/cosecheros

• invasores, ocupantes ilegales En tierras publicas o privadas, en general en áreas de colonización

• grandes inversores que arriendan todos los factores 
de producción ("pools de siembra")

Gran capacidad de movilización geográfica
en función de oportunidades de inversión/ capital natural existente

8 Mertins (1996) señala que en América Latina por lo general solo se ha hecho una distinción entre propiedades grandes y pequeñas, sin 
ver las diferencias que hay en cada una de estas categorías. En cuanto a las grandes propiedades, deben llegarse a distinguir los diferentes sis­
temas productivos que varían en función de determinados criterios, parámetros ecológicos, bienes de capital, distancia a los mercados y espíri­
tu económico o empresarial que anima a sus dueños.

9 Incluye también inversiones con fines recreativos, cotos de caza, reservas privadas, etc.
10 Mertins (1996) distingue cinco tipos diferentes de minifundios, "tipos ideales" construidos en base a criterios varios: a. minifundista tra­

dicional intensivo (de subsistencia, puede ser propietario y arrendar adicionalmente); b. minifundista asociado a grandes propiedades (no propie­
tario); c. minifundio tradicional de plantación (produce para el mercado, puede ser propietario y arrendar adicionalmente); d. Minifundio como 
ocupación adicional (propietario, subsistencia) y; e. minifundio de colonización (ocupante de hecho o invasor de tierras publicas y privadas)

11 Esta categoría agrupa a actores muy diversos, tanto por su precariedad/legalidad en cuanto a la ocupación de tierra, como a su disponi- 
bilidad de capital



una gran cantidad de familias campesinas o de trabajadores sin 
tierra, ya sea en lo que se denominó el complejo latifundio-mini­
fundio, o en la economía de plantaciones. Los latifundistas te­
nían grandes extensiones de tierra y las de mayor calidad agríco­
la, mientras que los campesinos tenían parcelas muy pequeñas, 
en áreas marginales, viéndose obligados a vender su fuerza de 
trabajo, también como una forma de acceder a más tierra.12 13

Los procesos de Reforma Agraria de las décadas del '50, '60 
y 70 intentan modificar esta situación de inequidad a través de 
la expropiación y compra de las grandes propiedades y su redis­
tribución a campesinos con poca o sin tierra, en general en con­
textos de movilización política y social.

Varias décadas después, los efectos de la Reforma Agraria 
sobre las relaciones de producción en el agro, el desarrollo de una 
agricultura capitalista moderna y en términos de resolución de 
los problemas de pobreza y equidad, siguen siendo parte del de­
bate. En varios países las grandes haciendas han dado lugar a una 
agricultura comercial y a una agroindustria que controlan el 
grueso del proceso productivo, tanto para el mercado interno co­
mo el crecientemente orientado a mercados externos.

En qué medida la profundización de las relaciones capita­
listas en el agro latinoamericano han modificado la estructura

12 Susana LASTARR1A-CORNHIEL y Jolyne MELMED-SANJAK Land Tenancy in 
Asia, Africa and Latín América: a look at the past and a view to the future, Land Tenure 
Center, Wisconsin, 1998.

13 Tenancy es definido como un "complejo sistema de producción que combina tra­
bajo y derechos sobre la tierra con vistas a generar ingresos y productos agrícolas". "Hay 
una obvia relación entre tenancy, como un sistema de trabajo y producción y el sistema 
de tenencia de la tierra (tenure) en cuanto determina el acceso a la tierra. Estos arreglos 
de arrendamiento (tenancy) son utilizados cuando la tierra no puede ser adquirida (ya sea 
por concentración de la propiedad, por leyes consuetudinarias que restringen la venta de 
tierra, por restricciones de la reforma agraria, por falta de capital) o cuando los produc­
tores prefieren no atar su capital en inversiones de largo plazo como la compra de tierra" 
(Lastarria-Comhiel y Melmed-Sanjal, 1998).
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agraria y las relaciones entre los diversos actores sociales en el 
agro es uno de los grandes temas en discusión: al parecer las re­
laciones de arrendamiento (tenancy13) siguen siendo casi tan 
fuertes como antes de las reformas agrarias, poniendo en eviden­
cia que solo marginalmente ha sido resuelto el problema de la de­
sigual e injusta distribución de la tierra. Para otros (Mertins, 
1996) la bipolaridad sigue existiendo, pero el latifundio ha sido 
reemplazado por un sector empresarial capitalista, que ya no 
mantiene relaciones económicas con la masa de campesinos mi- 
nifundistas, que producen para su propia subsistencia y para los 
mercados locales y regionales.

Otro tema asociado que también está en discusión es cuán 
ineficientes son estas formas precarias de explotación de la tierra. 
Mientras los seguidores de Marshall veían en la aparcería una for­
ma poco eficiente de tenencia, Cheung señala que estas formas 
de relación propietario-campesino pueden ser igual de eficientes 
en la asignación de recursos que otras formas de explotación.14

Lastarria-Cornhiel y Melmed-Sanjal (1998) al revisar la li­
teratura existente,15 concluyen que en vistas al objetivo económi­
co de tener una eficiente producción agrícola, no parece haber 
mayor diferencia entre estas formas contractuales entre propieta­
rios y campesinos o jornaleros y la explotación directa que reali­
zan los propietarios siempre y cuando ocurran las siguientes tres 
condiciones:

• que esté asegurada la tenencia con relación a determina­
dos derechos (p. ej. el derecho a realizar y beneficiarse de mejo­
ras) y a la duración del contrato (p.ej. que no haya expulsiones 
arbitrarias).

14 Susana LASTARRIA-CORNHIEL y Jolyne MELMED-SANJAK, op cit, 1998.
15 El interés de las autoras en esta revisión fue el de evaluar si era deseable que exis­

ta un marco normativo de "acuerdos de arrendamiento" que permita que este particular 
mercado de tierras funcione eficazmente, en qué medida sería viable y cuál sería eventual­
mente su contenido.
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• que estén asegurados los derechos de propiedad del pro­
pietario.

• que la tasa de arrendamiento refleje la productividad po­
tencial de la tierra e incluya una renta de la tierra muy baja en 
términos absolutos.

Otro de los puntos en discusión es por qué persisten estas 
formas "precarias" de explotación de la tierra, por qué por ejem­
plo la aparcería (share-cropping) no ha sido sustituida por otras 
alternativas como la contratación de jornaleros, contratos de al­
quiler o procesos de compra/venta de la tierra.

Desde el lado campesino, la respuesta puede parecer obvia: 
aunque algunos pocos logran iniciar un proceso de acumulación 
convirtiéndose en pequeños productores capitalizados, la gran 
mayoría sólo reproduce sus condiciones de subsistencia, y no 
pueden acceder ni a más tierra ni a otros recursos. Lógicamente, 
no suelen ser sujetos de crédito.

En cuanto a los dueños de la tierra, en un contexto de mer­
cados crediticios imperfectos, con problemas de supervisión de la 
mano de obra, y cuando los campesinos están impedidos de ac­
ceder al capital necesario para la compra de tierras, la aparcería 
puede ser también para ellos la mejor opción.

Sin embargo, autores como Thiesenhusen16 señalan que, 
por el contrario, como resultado de los procesos de moderniza­
ción, la hacienda tradicional ya no requiere mano de obra "resi­
dente", contentándose con jornaleros en ciertos momentos de ac­
tividad pico, con lo cual se ha desarticulado la tradicional estruc­
tura de latifundio-minifundio. Ello habría dado lugar a procesos 
de semi-proletarización, por el cual las familias campesinas sub­
sisten sólo gracias a lo producido por ellos mismos en sus parce­
las y a ingresos extraprediales, ya sea en el sector informal urba­

16 William THIESENHUSEN. Trends in Land Tenure Issues in Latín América: expe- 
riences and recommendations for Development Cooperation, GTZ, mimeo, 1996.
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no o como jornaleros en las haciendas transformadas ahora en 
empresas agropecuarias.

A su vez una nueva forma de "arrendamiento" ha apareci­
do en el agro latinoamericano, asociada a los procesos de moder­
nización productiva: se trata de grandes empresas que invierten 
en maquinaria y en tecnología de punta y que buscan tierras pa­
ra poner en producción. Estos nuevos inversores (p.ej. los llama­
dos 'pools de siembra' en Argentina), tienen una lógica producti­
va totalmente distinta que los campesinos, no solo obviamente 
por la escala de producción, los medios financieros y la tecnolo­
gía, sino por el manejo de los recursos naturales. Tratándose de 
un capital financiero extra-agrario, que busca una alta rentabili­
dad en el corto plazo, no existe mayor interés en la conservación 
ni de la biodiversidad ni en el recurso suelo.

En general, el proceso de modernización de la agricultura 
latinoamericana está teniendo efectos dramáticos en términos de 
tenencia y en la conservación de los recursos naturales:

• existe un proceso de concentración de la propiedad y de 
la producción agrícola, cuyo principal efecto ha sido la expulsión 
de pequeños productores y campesinos, con los consiguientes 
procesos de pauperización, migración y exclusión social.

• este nuevo y creciente sector moderno es cada vez más 
dependiente de mercados extraregionales e incluso externos, en 
cuanto a acceso a crédito, tecnología, insumos y para sus produc­
tos. Ello tiene repercusiones para la seguridad alimentaria.

• en ausencia de regulaciones ambientales que normen el 
uso de agroquímicos y fertilizantes, que obliguen a determinadas 
prácticas de conservación de suelo (terrazas, fajas de vegetación, 
etc.) y prohiban formas de cultivo esquilmantes del suelo, etc., 
tanto los cambios tecnológicos como los cambios en la tenencia 
de la tierra ocurridos en esta última década han acelerado los 
procesos de degradación, desertificación y contaminación.
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4. Equidad, redistribución y mercado de tierras

Desde la perspectiva económica las reformas agrarias no 
lograron resolver dos de los problemas más acuciantes, la moder­
nización de la agricultura -entendida como el incremento del PBI 
agropecuario- y los niveles de pobreza de la población rural.17 En 
general las criticas se centran en que estas reformas no lograron 
una verdadera redistribución de la tierra18 y que la asignación de 
tierra no vino acompañada de medidas complementarias, como 
asistencia técnica, créditos, acceso a mercados, etc.

Hoy se reconoce que existe una agricultura moderna y di­
námica, vinculada a la agroindustria y a una agricultura de ex­
portación, pero que estaría circunscrita a determinados espacios, 
y que no ha logrado resolver ni la oferta de productos agropecua­
rios para los mercados nacionales y regionales ni la situación de 
pobreza de campesinos y trabajadores del campo.

La discusión en estos años gira entonces acerca de un nue­
vo modelo de políticas de tierra, donde siguen vigentes los viejos 
sueños: -que el campesino logre el acceso a la tierra y ésta se con­
vierta en un verdadero factor de producción. Pero esta vez no a 
través de reformas políticas, sino utilizando los mecanismos del 
mercado. La mayoría de los autores coinciden en señalar que el 
desarrollo del mercado de tierras ha sido concebido como el 
equivalente o la alternativa a las reformas agrarias. Como señalan 
Reydon y Ramos,19 "el debate actual sobre las políticas de tierras

17 Paolo GROPPO. La FAO y la Reforma Agraria en América Latina: hacia una nue­
va visión. FAO, Roma (en la página Land Tenure de la FAO, Organización de las Nacio­
nes Unidas para la Agricultura y la Alimentación), 1997.

18 Un estudio del FIDA en 10 países latinoamericanos muestra que con excepción de 
Bolivia, México y Perú, "el índice de concentración ha sufrido una reducción mínima en 
períodos que van de 10 a 29 años, mientras que el índice de concentración medio de los 
países analizados es superior al 0,50" (Reydon y Ramos, 1996).

19 Bastiaan REYDON, Bastiaan y Pedro RAMOS (Eds.) Mercado y Política de Tierras, 
experiencias en la América Latina, UN1CAMP/FAO, Sao Paulo, 1996.
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se centra en la manera como los mercados deben ser desarrolla­
dos en relación a los recursos tierra y agua, y la manera de hacer­
los más eficientes". Se trata de desarrollar un mercado de tierras 
campesino.

Los autores concluyen que tres son los aspectos que se de­
ben tener en cuenta en estas nuevas políticas:

• la necesidad de facilitar el acceso al financiamiento tan­
to para compra de tierras como para la producción

• el apoyo a la organización campesina y a procesos que 
fortalezcan la capacidad de negociación campesina y su partici­
pación en los mercados;

• un enfoque integral que facilite no sólo el acceso a la tie­
rra sino también el acceso al capital, la tecnología, etc.

Esta corriente reivindica el mercado como herramienta que 
permitirá tanto la redistribución de la tierra a favor del campesino 
como una mayor eficiencia productiva, pero le otorga al Estado un 
rol importante, tanto como promotor de estas políticas, eliminan­
do los factores que distorsionen al mercado, como en la puesta en 
marcha de medidas complementarias de desarrollo rural.

En este sentido difieren de la posición del Banco Mundial, 
para quien el único rol del Estado debe ser el de levantar todas 
las restricciones que impiden que el mercado de tierras funcio­
ne en forma "transparente" y eficiente. Para los técnicos del Ban­
co Mundial (Klaus Deininger, Gershon Feder y Hans Binswan- 
ger, algunos de sus principales especialistas en este tema), el ob­
jetivo debe ser el de crear seguridad en cuanto a los derechos de 
propiedad e implementar mecanismos eficientes de arrenda- 
miento/venta de tierras, que funcionen como incentivos de in­
versión, tanto en la reasignación del recurso tierra como en el 
desarrollo de mercados financieros.20

20 Klaus DEININGER y Gershon FEDER Land Institutions and Land Markets, Ban­
co Mundial, Washington, 1998.
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En este marco, se cuestionan las formas comunales de te­
nencia y acceso a la tierra y se señala que "los sistemas existen­
tes y nativos no son inherentemente equitativos". Incluso se su­
giere que las formas comunales en realidad enmascaran usos y 
apropiaciones individuales, y que subrepticiamente ocurren tran­
sacciones entre individuos -transacciones no reconocidas por el 
sistema jurídico formal- que llevan a procesos de concentración, 
ergo de mayor inequidad. La conclusión a la que llegan no sor­
prende: "la eficiencia por ultimo requiere que se reconozca for­
malmente los derechos individuales sobre la tierra".21

Una tercera corriente (Thiesenhusen, 1996) es crítica de 
las dos anteriores. Considera que el haber hecho del mercado el 
instrumento principal de una política de tierras no solamente no 
ha resuelto el problema de la redistribución de la tierra, ni ha per­
mitido que los campesinos accedan a ella, sino que por el contra­
rio ha profundizado la desigualdad existente. La razón es senci­
lla: los campesinos, que apenas logran subsistir y reproducirse 
como tales, no tienen los medios para comprar tierra. Y al haber 
promovido la titulación de las tierras, otorgando mayor seguri­
dad en cuanto a derechos de propiedad, lo que se ha logrado es 
que grandes inversores, tanto nacionales como extranjeros, se 
hayan sentido atraídos por la compra de tierras, acelerando su 
desembarco en el agro. Con ello los precios de la tierra se han dis­
parado, alejando aun más las posibilidades de los campesinos de 
acceder a ella.

Thiesenhusen señala que en realidad, el haber enfatizado al 
mercado como la panacea para resolver el problema del campesi­
nado sin tierra, sabiendo que no tienen los medios para hacerlo, 
ha sido una treta de los propios terratenientes, un acto demagógi­
co que teóricamente democratiza el acceso a la tierra, cuando pro­

21 Klaus DE1N1NGER y Hans B1NSWANGER. The evolution of the World Bank's 
Land Policy, Banco Mundial, Washington, 1998.
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duce el proceso inverso, la perdida de la tierra por parte de los pe­
queños y una mayor concentración de la propiedad además de la 
revalorización del precio de la tierra. Groppo22 también considera 
que el haber centrado el debate en los mercados de tierras obede­
ce a razones políticas -coherentes con las recetas neoliberales- y a 
la "inconsistencia de propuestas alternativas".

Paralelamente, otro eje del debate se refiere a la supuesta 
abundancia o escasez de tierras agrícolas, y en qué medida el le­
vantar las restricciones sobre el mercado de tierras favorece o res­
tringe la cantidad de tierras que será cultivada. Mertins23 consi­
dera que ni las medidas que promueven al minifundio a produ­
cir para el mercado, ni las nuevas reglas de juego que aceitan el 
funcionamiento de los mercados de tierra, son suficientes, sino 
que debe pensarse en medidas que favorezcan transacciones "in- 
ter-stratum" (por el cual las grandes propiedades son subdividi­
das en medianas y sobre todo pequeñas superficies24) e "intra- 
stratum" (medidas de titulación/saneamiento de la propiedad, 
que permiten legalizar situaciones de ocupación/posesión o com­
pras informales).

A partir de un estudio hecho por la FAO en países que han 
promulgado leyes agrarias que promueven el mercado de tierras 
como instrumento de dinamización productiva y de acceso a la 
tierra para los campesinos (Bolivia, Colombia, Ecuador, Chile, 
México y Honduras), es decir liberalizando el mercado, levantan­
do las restricciones asociadas a la propiedad social de la tierra y 
favoreciendo formas privadas e individuales de tenencia, Herre­
ra25 analiza los efectos de estas políticas sobre la estructura de la

22 GROPPO, op cit, 1997.
23 MERTINS, op cit, 1996.
24 GROPPO (op cit, 1997) también señala que el modelo de tenencia al cual debiera 

apuntarse en el caso de las tierras agrícolas es el modelo europeo de agricultura familiar.
25 Adriana HERRERA Mercado de Tierras en América Latina: su Dimensión Social, 

FAO, Roma (en la página Land Tenure de la FAO), 1996.
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tenencia, sobre la oferta de tierras por parte del campesino y so­
bre las posibilidades de acceso a la tierra por parte de campesinos 
con o sin tierra.

Su principal conclusión es que "para los pequeños campe­
sinos la aplicación de políticas de tierra significó sobre todo una 
pérdida en el control y acceso a la tierra, debido a:

• la eliminación de mecanismos de protección
• la competencia desigual en los mercados
• la falta de apoyo y asistencia técnica
• la falta de acceso al crédito (para la compra de tierra)
• el aumento de los precios de la tierra"
Sin embargo, el estudio señala que existen diversos tipos 

de mercados de tierra, abiertos y cerrados, cuya configuración 
depende de tres factores: las relaciones de poder económico y po­
lítico al interior y al exterior de la comunidad campesina; la tra­
dición y los lazos de consanguinidad; la actividad económica que 
se lleva a cabo en esas tierras. Y en general por el significado so­
cial y económico que el campesino le otorga a la tierra.

Así, allí donde la tierra es considerada un bien y no una 
mercancía, donde la producción básicamente es para autoconsu- 
mo, donde la tierra genera identidad dentro de la comunidad y 
las transacciones deben contar con la aprobación de la comuni­
dad en su conjunto, se trata de mercados cerrados, "los cuales 
tienen su propia dinámica y no realizan transacciones en merca­
dos paralelos". Aquí, las transacciones suelen ser informales y a 
menudo el campesino prefiere no vender la tierra sino arrendar­
la o darla en aparcería.

Por el contrario, los "mercados de tierra son más abiertos 
y dinámicos cuando los precios de la tierra aumentan" ya sea 
por la aparición de nuevas tecnologías, nuevos cultivos o usos 
más rentables del suelo, etc. Y allí donde existen estos merca­
dos abiertos, por ejemplo en los frentes de colonización, enton­
ces los campesinos se convierten también en demandantes de 
tierra.
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Hendrix26 muestra como las políticas que promueven la li- 
beralización de los mercados de tierras están basadas en una se­
rie de supuestos que no se cumplen. Por ejemplo, el asumir que 
la tierra al ser adquirida tendrá un fin productivo. Los estudios 
demuestran (Hendrix hace hincapié en un estudio de Kenya) que 
a menudo los compradores adquieren tierra como inversión o pa­
ra tenerla como garantía para acceder a créditos, para poder ha­
cerse de una renta (teniendo arrendatarios o aparceros), con fi­
nes especulativos o pensando en dejársela a sus hijos. La mayo­
ría de las compras fueron hechas con fuentes de ingreso no agrí­
colas, no por exitosos agricultores queriendo expandir sus parce­
las. En términos del impacto local sobre los campesinos, agrega 
Hendrix, la política de liberalización del mercado ha sido negati­
va.

En realidad el supuesto es que los mercados funcionan 
adecuadamente, y que una vez levantadas las restricciones que li­
mitan el mercado de tierras, este recurso será asignado de acuer­
do a su uso productivo más apropiado. Lo que ocurre en Améri­
ca Latina, donde la tierra es fuente de prestigio social, de poder, 
e incluso un bien de recreación, es que quienes adquieren la tie­
rra son sectores que disponen de capital pero que no necesaria­
mente lo adquieren como un bien de producción. Además, como 
se ha señalado reiteradamente, las grandes propiedades no han 
demostrado tener una mayor productividad que el minifundio.

En realidad, como señala Hendrix, las tres principales res­
tricciones para que los mercados funcionen apropiadamente a fa­
vor de los sectores campesinos son:

a) la incapacidad del campesinado para "demandar" tierra, 
por los altos costos de la tierra y la situación de desventaja en la 
cual se encuentra frente a sectores urbanos o productores grandes.

26 Steven HENDRIX Property Law Innovation in Latín América with Recomenda- 
tions, Land Tenure Center, LTC Paper 149, Madison, 1993.
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b) la insuficiente "oferta" de tierras a precios que los cam­
pesinos puedan pagar.

c) los altos costos de transacción que este mercado tiene 
para ellos, debido a las normas administrativas del Estado, aspec­
tos fiscales, complejidades legales, trámites pesados e intermina­
bles, corrupción, etc.

Por supuesto que existen mecanismos que podrían resol­
ver estas dificultades, como impuestos a la tierra baldía o eriaza, 
impuestos a la renta potencial de la tierra, el establecimiento de 
"bancos de tierras" y programas de compra de tierras, incentivos 
crediticios para facilitar la compra de tierras por parte de los 
campesinos, eliminación de subsidios a la compra de bienes e in­
fraestructura27 que son en realidad un subsidio a los medianos y 
grandes productores, pero en general por razones políticas y eco­
nómicas estos instrumentos no han formado parte de las llama­
das políticas de tierras.

5. Reforma Agraria y Contrareforma

La Reforma Agraria (RA), antigua bandera de los movi­
mientos revolucionarios latinoamericanos, no es más un tema 
central en este fin de milenio, donde tanto socialdemócratas y li­
berales parecen haber acordado que el mercado es el mejor regu­
lador del viejo conflicto social. Otros piensan sin embargo que 
muy pronto, cuando el discurso neoliberal se haya agotado, la 
eterna discusión sobre los pros y contras de la Reforma Agraria 
volverán a surgir, sobre todo porque los problemas que las justi­
ficaron en su momento -pobreza rural, inequidad en la distribu­
ción de la tierra, estancamiento de la producción agrícola en vas­

27 HENDRIX, op cit, 1993.
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tas regiones- siguen igualmente vigentes, y que bien podríamos 
aprovechar la rica experiencia que ha tenido América Latina pa­
ra no volver a cometer los mismos errores.

Thiesenhusen (1996) resume en una frase el balance de 
estos procesos: "Los programas de Reforma Agraria en la re­
gión fueron demasiado pequeños, demasiado tardíos, demasia­
do desfinanciados, demasiado verticales y organizados jerár­
quicamente y demasiado poco sensibles a las presiones de las 
masas".

Y además las reformas agrarias no fueron sostenidas, gene­
rándose al poco tiempo instrumentos económicos que las fueron 
coartando, para luego dar lugar a procesos de contrareforma con 
el propósito de desmantelarlas.

Sin embargo Thiesenhusen se pregunta qué hubiese ocu­
rrido si estos países no hubieran hecho su Reforma Agraria, co­
mo fue el caso de Brasil y Paraguay que hoy tienen los peores ín­
dices de distribución de la tierra y de la renta. Y concluye que en 
ciertos aspectos, las reformas agrarias tuvieron algunos logros, 
aunque sean modestos:

a. Las RA lograron atemperar los conflictos sociales, aun­
que a menudo como una forma de ir cooptando a los campesinos 
para el partido de gobierno (Democracia Cristiana (DC) en Chi­
le, Movimiento Nacional Revolucionario (MNR) en Bolivia, Par­
tido Revolucionarios Institucional (PRI) en México)

b. En aquellas reformas donde la tierra fue distribuida en 
forma individual, los nuevos propietarios hicieron pequeñas in­
versiones (de trabajo, capital en menor medida) en la parcela

c. Las RA promovieron un proceso de dinamización y mo­
dernización de la agricultura en el sector no reformado. Sus inte­
grantes, por un lado, tenían ahora que mantenerse económica­
mente con superficies menores, pero también tenían la necesidad 
de mostrar eficiencia y pleno uso de la tierra para no perder sus 
propiedades. Además por el desembarco de un nuevo sector em­
presarial en las viejas tierras de los gamonales.

65



d. Tímida reducción de la pobreza rural, acotada a aquellos 
pocos que fueron beneficiados y mientras el Estado pudo subsi­
diar la economía del sector reformado.

e. Modesta generación de empleos, porque los procesos de 
mecanización, tanto en el sector reformado como en el no refor­
mado, fueron ahorradores de mano de obra.

f. En cuanto a la equidad tampoco los resultados han sido 
muy alentadores. En ningún país latinoamericano la RA benefi­
ció a más del 25% de la población campesina, y en muchos casos 
los nuevos beneficiarios, se negaron a solidarizarse con quienes 
quedaron excluidos, contratándolos como jornaleros en las mis­
mas condiciones que los antiguos patrones.

Las contrareformas28 no se hicieron esperar. Ya sea por ac­
ción o por omisión, el sector reformado fue librado a su suerte y 
en general las políticas se fueron orientando a los sectores no re­
formados, aquellos que exportaban y generaban las divisas nece­
sarias para la sustitución de importaciones en el sector industrial, 
política que formaba parte del mismo paquete que la reforma 
agraria.

La necesidad de mano de obra barata en el naciente sector 
industrial y de proveerles alimentos baratos, hizo que no se fre­
naran los procesos de migración, ni se mejoraran los términos de 
intercambio rural-urbano. La inflación, herramienta privilegiada 
del populismo, fue el instrumento para ello: permitía generar 
empleo deprimiendo el salario, con productos de origen agrope­
cuario a muy bajo precio.

28 GROPPO (op cit, 1997) señala que la "la noción de reforma agraria está tan liga­
da a la noción de progreso que se hablará de contrareforma cuando la operación tienda a 
restablecer los privilegios de una oligarquía y adquiera un significado políticamente reac­
cionario". En realidad, las contrareformas no necesariamente restablecen privilegios de la 
oligarquía, sino pueden beneficiar a nuevos sectores capitalistas, vinculados o no a la an­
tigua oligarquía. Se trata sí del desmantelamiento de la reforma agraria, cuyo efecto más 
notorio es el proceso de concentración y polarización de la propiedad fundiaria.
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Mientras el sector reformado era sinónimo de estanca­
miento, desinversión, subsidio, el sector no reformado era mo­
derno, dinámico, motor de la economía. En la última década, de 
la mano de la banca internacional, los países fueron implemen- 
tando políticas explícitas de desmantelamiento de sus reformas 
agrarias, levantando aquellas restricciones que impedían que las 
diversas formas asociativas de organización campesina creadas 
con las reformas agrarias parcelaran sus tierras, las alquilaran o 
las vendieran.29 El paso de formas comunales y cooperativas a 
formas individuales de propiedad y la posibilidad de enajenarlas 
condujo a nuevos procesos de concentración de la tierra,30 de 
descampesinización, acelerando la migración, esta vez en un 
contexto donde la ciudad ya no ofrece posibilidades de empleo.

Hendrix, en un estudio preparado por AID para analizar 
los resultados de las políticas de contrareforma de inicios de los 
'90 en cuatro países latinoamericanos31 -Perú, Honduras, Nicara­
gua y México- concluye señalando que estas experiencias de­
muestran que la remoción de las restricciones sobre las propieda­
des del sector reformado debiera hacerse con sumo cuidado, ya 
que "si bien esta remoción es parte de un proceso de moderniza­

29 Hendriz, (op cit, 1993). El estudio de Hendrix, preparado para la Agencia Inter­
nacional para el Desarrollo de Estados Unidos (AID), es un intento de analizar los resul­
tados de las políticas de contrareforma en cuatro países latinoamericanos, Perú, México, 
Honduras y Nicaragua.

30 Herrera (op. cit. 1996) señala para el caso chileno que el 57% de los beneficiarios 
de los programas de reforma agraria vendieron sus tierras a raíz de las políticas de libera- 
lización y privatización de los mercados de tierras y de la crisis agrícola de 1983, las cua­
les fueron compradas principalmente por el sector moderno empresarial vinculado a los 
cultivos de exportación.

31 Los marcos legales para estas contrareformas se dieron en los cuatro países en el 
lapso de dos años: En Nicaragua las Leyes 85, 86 y 88 (marzo del '90) y el decreto 35-91 
(agosto del 91), en Perú el decreto legislativo 653, Ley de Promoción de las Inversiones 
en el Sector Agrario (agosto del 91), en Perú el articulo 27 de la constitución (enero 1992) 
y Leyes Agraria y Orgánica de los Tribunales (abril 1992), en Honduras Ley para la Mo­
dernización y el Desarrollo del Sector Agrícola (marzo de 1992).
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ción económica, por sí solo no garantiza ningún progreso econó­
mico". Agrega que "los gobiernos debieran equilibrar las necesi­
dades del sector privado con las necesidades de los sectores his­
tóricamente marginados (pobres, mujeres, indígenas) y con los 
objetivos de una política ambientalmente sustentable", al parecer 
las dos principales lagunas de estas nuevas políticas de tierras.

Para algunos la Reforma Agraria ya no es un tema:32 no só­
lo la agricultura es un sector en regresión, sino que la pobreza y el 
desempleo se han concentrado en las ciudades, allí es donde en­
tonces debe generarse el empleo. Además con un campesinado de­
sorganizado y desmovilizado, con un nuevo sector empresarial 
agropecuario dispuesto a invertir, a crecer y a exportar, y en un 
contexto político desinteresado por sus pobres del campo, no exis­
te espacio para volver a pensar en reformas agrarias, se señala.

Para otros, por el contrario, las condiciones para volver a 
promover la Reforma Agraria están más vigentes que nunca: el sec­
tor industrial ha demostrado su incapacidad para generar empleo, 
mientras que en el sector agrícola esa posibilidad existe aún y a ba­
jo costo, ya sea poniendo en producción tierras agrícolas hoy aban­
donadas o dedicadas a un pastoreo improductivo o ampliando la 
frontera agropecuaria, usando intensiva y racionalmente los recur­
sos naturales. Además, la pobreza y la inequidad no han sido re­
sueltas, y los conflictos agrarios vuelven a aparecer con fuerza, co­
mo en el caso de los Sin Tierra en Brasil o de los zapatistas en Chia- 
pas. Los pueblos indígenas, antes alejados de la reivindicación po­
lítica, se han organizado y crecientemente hacen escuchar sus rei­
vindicaciones, siendo "tierra y territorio" su principal bandera.

32 Thiesenhusen (op. cit., 1996) señala que las Reformas Agrarias nunca fueron un 
sector apoyado desde la cooperación técnica, salvo en la administración Kennedy en el 
caso de EEUU, y por la FAO que tiene una larga trayectoria en este tema, aunque también 
hace notar que no es casual que el antiguo Servicio de Reforma Agraria de la FAO hoy se 
llame Servicio de Tenencia de la Tierra.
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Groppo (1997) incluso señala que con la caída del Muro, 
varios países "se dan cuenta de cómo las estructuras agrarias he­
redadas del pasado son un freno al desarrollo que necesitan ser 
reformadas y gracias a la desaparición del "peligro" comunista, 
puede volverse a hablar de la reforma agraria sin una fuerte con­
notación ideológica. De allí los innumerables pedidos que nues­
tra Organización (la FAO) está recibiendo".

Finalmente, hoy la clase media urbana puede llegar a ser 
un importante aliado político para impulsar nuevamente la refor­
ma agraria, en la medida que siga creciendo la violencia y la in­
seguridad a pasos agigantados y que la migración y el desempleo 
en las ciudades sea percibido como la principal causa de esta si­
tuación.

Ejemplos como el de la Coalición Popular de la cual parti­
cipan varios de los organismos multilaterales de Naciones Uni­
das, y que se ha propuesto "como primera prioridad el revitalizar 
la reforma agraria en las agendas nacionales e internacionales", 
muestran que el debate sobre la reforma agraria está lejos de ha­
ber concluido.

La Reforma Agraria sólo temporariamente entonces pare­
ce haber perdido su brillo. Cómo lograr que genere las condicio­
nes para un proceso económico sostenido, y beneficie a un cre­
ciente número de campesinos pobres o sin tierra, ése sigue sien­
do el desafío.

6. Ampliación de la frontera agropecuaria y Programas de 
Colonización

La ampliación de la frontera agrícola es probablemente tan 
antigua como la historia del poblamiento americano. Los pueblos 
prehispánicos, la conquista española y portuguesa, pero también 
las nuevas repúblicas encontraron en este sencillo mecanismo la 
forma de acceder a nuevas tierras. Y en América Latina, a lo lar­
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go del siglo XX, los gobiernos también la promovieron, a veces 
como mecanismo de integración nacional, a veces como parte de 
un programa económico con el propósito de poner en produc­
ción áreas sin utilidad aparente, pero crecientemente como vál­
vula de escape a la presión poblacional y política de sectores cam­
pesinos empobrecidos. Junto con las Reformas Agrarias, los Pro­
gramas de Colonización han sido las dos herramientas más utili­
zadas en la región para paliar el problema del acceso a la tierra.

En la mayoría de los casos, la ampliación ha sido espontánea. 
Allí donde se abría una nueva carretera, un centro minero, o un 
nuevo recurso ingresaba al mercado (caucho, chicle, castaña, etc.), 
el boca en boca movilizaba familias y comunidades enteras. Los go­
biernos también fomentaron programas de colonización, a veces 
como moneda de cambio para descomprimir conflictos sociales.33

A medida que la tierra se fue haciendo más escasa y que las 
leyes convalidaban la gran propiedad, cerrando el acceso a la tie­
rra al campesinado, se fueron produciendo las invasiones y ocu­
paciones ilegales de tierra, sin distinción de formas de tenencia, 
haciendas, tierras fiscales, territorios indígenas y en las mismas 
áreas de colonización.34

En las últimas décadas, un nuevo actor se agrega en estos 
procesos de ampliación de la frontera agropecuaria, un nuevo 
"colonizador". Se trata del gran capital, a veces atraído por la po­
sibilidad de dos o tres productos con mercados asegurados y bue­
nos precios, a veces como una forma de aprovechar subsidios gu­
bernamentales o como forma de deducir impuestos, pero cre­
cientemente con fines especulativos.

Esta nueva forma de ampliación de la frontera ha sido en ge­

33 Thiesenhusen (op. cit. 1996:74) señala que la principal causa de la deforestación 
de la Amazonia brasileña es en primer lugar la ganadería extensiva y en segundo lugar la 
pequeña agricultura, ambos resultados de programas gubernamentales de colonización y 
de estímulos financieros o subsidios a estas actividades.

34 Mertins, op. cit. 1996.
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neral mucho más destructiva de los recursos naturales: su capaci­
dad de reconversión de grandes superficies de suelo a un uso agrí­
cola o pecuario es mucho mayor, por el capital del cual dispone. 
Pero más aún por el poco valor que tiene la tierra en su estructura 
de costos. La tierra se convierte en un bien de descarte, rápidamen­
te amortizado por las primeras cosechas, y de la cual siempre exis­
ten unidades adicionales en el mercado para seguir este proceso de 
ciclo corto y de grandes ganancias. Finalmente porque, paradójica­
mente, en muchos países el desmonte o la deforestación es conce­
bido como una "mejora" a la propiedad, otorga derechos de pro­
piedad, permite desgravaciones impositivas e incluso el acceso a 
créditos blandos y otros tipos de subsidios gubernamentales, de los 
cuales sólo pueden beneficiarse la mediana y gran empresa.

7. Parcelación, Titulación e Impuestos prediales

Como se ha señalado, las políticas de tierras que aparecen 
con fuerza en la década del '80 y más aún en los '90, fueron in­
cluidas por los organismos financieros internacionales (FM1, 
Banco Mundial) en las políticas de ajuste macroeconómico que 
"promovieron" en la región.35 Como señalan los autores citados, 
"estos ajustes han establecido la obligación de 'desreglamentar', 
'simplificar' y 'descentralizar' el mercado de tierras para tornarlo 
completamente libre".36 Para ello, tres han sido los instrumentos:

• parcelación de la tierra allí donde existían formas asocia­
tivas de tenencia e incluso de producción

35 Reydon y Ramos, op.cit. 1996: 23.
36 Hendrix (op. cit. 1993) señala también que AID ha sido un gran promotor en 

América Latina de la liberalización de los mercados de tierra. En 1992 AID adopto dos 
principios para la ayuda externa, a) la promoción y consolidación de los valores demo­
cráticos y b) la promoción de los principios del mercado, y en ese sentido la eliminación 
de las barreras al mercado de tierras. En el apoyo explícito de AID a las contrareformas
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• titulación de la tierra, a veces acompañada de cambios en 
la legislación con el propósito de otorgar mayor seguridad a los 
dueños en cuanto a sus derechos de propiedad

• generalización e incremento de los impuestos prediales, 
previa modernización de los sistemas de catastro

Parcelación de la Tierra
La mayoría de las Reformas Agrarias, tanto por razones, 

económicas, como sociales y culturales promovieron formas aso­
ciativas de tenencia y producción de la tierra. Las raíces ideoló­
gicas y políticas socialistas de estos movimientos ofrecían diver­
sos modelos de propiedad social, desde la cooperativa hasta las 
empresas de autogestión, pero también era una forma de identi­
dad cultural y de reafirmación nacional, al reivindicar las formas 
prehispánicas de tenencia y producción comunitaria de los recur­
sos. Los ejidos mexicanos, los sindicatos agrarios bolivianos, las 
Sociedades Agrarias de Interes Social (SAIS) y Cooperativas 
Agrarias de Producción (CAP) en el Perú, etc. son tal vez los 
ejemplos más conocidos.

En todos los casos, las reformas previeron complejos siste­
mas jurídico-normativos que impedían a estas formas asociativas 
la posibilidad de hipotecar, alquilar o vender sus tierras, como 
una forma de protegerlas de dirigentes corruptos, fracasos econó­

de México, Perú y Honduras, subyacían los objetivos de generar empleo, promover un 
crecimiento económico "de base ancha", "ambientalmente apropiado", la libertad políti­
ca y la gobemabilidad. Además se promovía un sistema de impuestos prediales como una 
forma de financiamiento genuino a programas sociales (educación, salud, niñez) para lo 
cual también era necesario un moderno sistema de catastro. Una segunda parte de esta li­
be ralización de las leyes de tierra es el apoyo al sector privado, para lo cual hay que "dar 
por terminadas las practicas económicas restrictivas y paternalistas, lo que llevará en teo­
ría a incrementar las oportunidades que da el mercado en términos de ingreso, inversión 
y empleo". Las reformas sin embargo, como señala Hendrix, afectaron especialmente en 
los mas desaventajados, los que habían sido beneficiados con la reforma agraria.
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micos y sobre todo de los intentos de los antiguos dueños por re­
cuperar sus tierras.

En la medida que las reformas habían expropiado tierras 
agrícolas de calidad, el modelo de "modernización de la agricul­
tura" preconizado por el Banco Mundial, que supone transferír­
selas a aquellos sectores que están en capacidad de invertir capi­
tal y tecnología, requería modificar estas normas de tal forma que 
pudieran ingresar al mercado de tierras. Y para ello, el primer pa­
so era romper con estas formas asociativas, debilitando la organi­
zación campesina y su poder de negociación frente al capital, pa­
ra lo cual se requería parcelar la tierra.

Como señala Hendrix (op. cit. 1993), en realidad la parce­
lación o privatización de la tierra producen un efecto de insegu­
ridad en cuanto a su tenencia (ahora se ha convertido en una 
mercancía y puede ser enajenada), además de la perdida de los 
derechos de acceso y uso a recursos comunales antes existentes.

México, rompiendo con la vieja tradición ejidataria, modi­
ficó su Constitución en 1991, y pocos meses después la nueva 
Ley Agraria permitía a los ejidatarios vender, alquilar o comprar 
tierra, y a la empresa privada comprar tierra de los ejidos, aun­
que con ciertas restricciones en cuanto a superficie. Muchos eji­
datarios aprovecharon sus nuevos títulos para pedir créditos, y 
ante la imposibilidad de poder devolverlos, se vieron obligados a 
vender sus parcelas, a veces a ejidatarios "ricos" que habían ini­
ciado un proceso de acumulación.37

En el Perú, las cooperativas de la costa parcelaron sus tie­
rras, los socios fueron autorizados a venderlas, las que a menudo 
fueron recompradas por sus antiguos dueños.

37 Thiesenhusen, op. cit. 1996:32.
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Titulación de la Tierra
La titulación de la tierra, como hemos señalado es un arma 

de doble filo. Si los campesinos no tienen títulos de propiedad, 
no tienen seguridad de la tenencia, por lo tanto no tendrán in­
centivos para cuidar de ella e invertir en ella, no serán sujeto de 
crédito y tendrán menos prioridad en los programas de asisten­
cia técnica. Pero con la titulación viene también la posibilidad de 
ceder los derechos sobre la tierra, arrendándola o vendiéndola... 
y de perderla a manos de sectores económicos ávidos de invertir 
en la agricultura, a veces con fines productivos, a menudo con fi­
nes especulativos.

Impuestos Prediales
El argumento para generalizar y elevar el impuesto a la tie­

rra, incluso diferenciando la tasa según la productividad de la 
misma (impuesto potencial a la renta) es el siguiente:

• la inexistencia del impuesto a la tierra o valores imposi­
tivos irrisorios constituyen un desincentivo a la producción agro­
pecuaria. El terrateniente no tiene ningún estímulo que lo obli­
gue a poner en producción su finca, o invertir para mejorar su 
productividad, o en su defecto vender o alquilar la tierra.

• es una fuente importante de recursos financieros para el 
Estado, con los cuales puede financiar programas de crédito y de 
asistencia técnica.

• los sistemas de auto-avalúo, por los cuales normalmente 
el productor sub-avalúa el valor de su propiedad, deben ser reem­
plazados por precios de mercado.

• los impuestos no sólo deben tomar en cuenta la renta di­
ferencial de la tierra (dada por su calidad, disponibilidad de agua, 
cercanía a los mercados, etc.) sino también si la misma está sien­
do incorporada al proceso productivo. Tierras agrícolas no culti­
vadas deben ser penalizadas.
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Uno de los obstáculos más grandes al establecimiento del 
sistema impositivo predial ha sido la carencia o desactualización 
de un catastro rural. Con la ayuda de los Sistemas de Información 
Geográfica (SIG), varios son los países que han informatizado 
sus catastros y han generalizado el impuesto.

En algunos lugares, esta generalización del impuesto pre­
dial ha tenido efectos negativos tanto en la situación de tenencia 
como en la degradación: el cobro retroactivo y los nuevos índices 
que elevaban sustancialmente la presión impositiva provocaron 
que muchos productores, especialmente los más pequeños, ha­
yan tenido que vender parte de su propiedad para pagar el im­
puesto. En otras zonas han talado el bosque remanente -su "caja 
de ahorros"- para poder pagar el impuesto.

Ello muestra a las claras que una medida que en principio 
puede ser positiva, ya que obliga a quienes tienen grandes canti­
dades de tierra subutilizadas a ponerlas en producción o vender­
las, en la medida que es generalizada, sin considerar regiones, 
ecosistemas, problemáticas o tipos de productor, pueden produ­
cir efectos negativos.

8. Pobreza, Medio Ambiente y Tenencia

Curiosamente, aún hoy, para varios de los especialistas en 
políticas de tierras (en general economistas) la dimensión ambien­
tal o de los recursos naturales, que determinan el potencial produc­
tivo de esas tierras, no es una dimensión importante en su análisis.38

Sin embargo, desde otro campo de análisis, el de las políti­
cas agropecuarias y de desarrollo rural, frecuentemente se ha

38 En la presentación y en la introducción del libro "Mercado y Políticas de Tierras", 
por ejemplo, uno de los más recientes compendios sobre el tema en América Latina, sus 
autores, respectivamente Adriana Herrera de la FAO y Bastiaan Reydon/Pedro Ramos de 
la Universidad de Campiñas, no mencionan este aspecto, ni tangencialmente.
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querido asignarle a los pobres una especial responsabilidad en la 
degradación de los recursos naturales. La caída de la productivi­
dad y de la producción agrícola, la creciente erosión y deforesta­
ción, los procesos de desertificación, etc., serían en gran medida 
obra de un uso inadecuado (o "irracional") del suelo, producto a 
su vez del conservadurismo campesino, su ignorancia/analfabe- 
tismo, su mentalidad poco empresarial e innovadora, su aversión 
al riesgo, para nombrar sólo algunas de las etiquetas que les han 
estampado.

En realidad no es la pobreza, sino una desigual e injusta es­
tructura de acceso a los recursos, y los conocidos problemas de 
tenencia de la tierra, los que explican esta supuesta relación de 
causa efecto entre pobreza y degradación:

a. En primer lugar porque muchas veces la pobreza es con­
secuencia directa de la falta de tierra, o de tierra en cantidad y en 
calidad insuficientes. El pobre, entonces, no tiene otra opción 
que sobreexplotar la naturaleza, acortando los ciclos de rotación 
y barbecho, ganándole tierra al bosque, sobrepastoreando su ga­
nado, etc.

b. Uno de los principales responsables de la deforestación 
en zonas relativamente poco intervenidas como la Amazonia es 
la ampliación de la frontera agropecuaria, fruto de procesos de 
colonización, espontáneos o inducidos. Agricultores venidos de 
todas partes, especialmente de ecosistemas con poca vegetación 
natural, suelen practicar la tala, roza y quema, agotando el bos­
que y luego la fertilidad del suelo de su parcela en pocos años, 
para luego reiniciar su inercia migratoria.

Estos procesos, que no parecen tener solución de continui­
dad, y que se repiten con la apertura de cada nuevo camino o ca­
rretera o en las riberas de los ríos, se originan en todos los casos, 
como señala Thiesenhusen, por problemas de tenencia en sus lu­
gares de origen.

c. Las tierras más fértiles en cada uno de los países fueron 
ocupadas antes y durante el proceso de colonización. Hoy sólo
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quedan como espacio de posible ocupación o colonización los 
ecosistemas más frágiles, los menos aptos para la agricultura y 
ganadería convencional. Pero no habiendo otro lugar donde es­
tablecerse, los campesinos sin tierra no tienen alternativa.

d. Muchos campesinos viven precariamente sobre sus tie­
rras, ya sea porque tienen un acuerdo provisorio o de corto pla­
zo con los dueños de la tierra y la ley no los ampara, ya sea por­
que carecen de títulos definitivos que les den seguridad, ya sea 
porque ocupan ilegalmente tierras fiscales o privadas. En estos, 
como en muchos otros casos, donde el campesino no puede pen­
sar en el largo plazo, no invertirá en mejoras en su parcela, que a 
su vez incrementarían su producción. Tampoco se preocupará en 
cuidar los recursos como si fueran propios. Aquí nuevamente 
una situación no resuelta en la tenencia de la tierra alimenta el 
círculo vicioso de pobreza y degradación.

e. A menudo las leyes y los programas de colonización só­
lo reconocen la propiedad de la tierra si el campesino puede pro­
bar que la está ocupando y poniendo en producción, en otras pa­
labras si tiene un uso agrícola o pecuario. De no ser así, corre el 
riesgo de no recibir los títulos correspondientes o incluso que la 
parcela le sea quitada.39 La deforestación, y en todo el predio, se 
convierte en la mejor evidencia de un uso "productivo".

f. La evidencia demuestra que el minifundio es mucho más 
productivo que la gran propiedad. Por ejemplo, en Brasil, el mi­
nifundio (considerado como las propiedades de menos de 50 
has) con solo 12% de la tierra agrícola40 (46 de 365 millones de 
hectáreas) producen entre 40 y 50% del producto agrícola. Solo 
un 5% de la superficie de las propiedades entre 2.000 y 10.000 
has es cultivada, mientras que lo es en un 64% en las propieda­

39 Hendrix, op. cit. 1993.
40 Thiesenhusen, op. cit. 1996:80.
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des entre 1 y 10 has. Ello muestra no solo que existe una enorme 
capacidad ociosa en las medianas y grandes propiedades sino que 
a pesar de su "atraso tecnológico", el pequeño contribuye más 
que el grande, proporcionalmente, en resolver el problema de la 
alimentación del pueblo brasileño. No es entonces la escasez de 
tierra agrícola el problema, sino su desigual distribución. Y esta 
inequidad es la que obliga a su vez a los campesinos a usar sus 
escasos recursos más allá de su capacidad productiva, degradán­
dolos.

g. Finalmente el sistema de tenencia de la tierra también 
tiene efectos sobre los recursos naturales en un último sentido: 
los campesinos, especialmente cuando su situación de propieta­
rios no está regularizada, tienen dificultades en ser sujetos de cré­
dito, participar de programas de asistencia técnica, recibir subsi­
dios, etc. Ello hace que no puedan beneficiarse de una serie de 
medidas que les permitirían mantener o mejorar su capital natu­
ral y su infraestructura productiva.

9. Tenencia de la Tierra y Empleo

La relación entre tenencia de la tierra y generación de em­
pleo, y más recientemente entre mercado de tierras y mercado la­
boral, también ha recibido cierta atención en los estudios sobre 
políticas de tierra. Dado que una de las causas de la pobreza ru­
ral es la falta de oportunidades de empleo extraprediales, tanto 
en la ciudad como en el mismo campo, uno de los objetivos prin­
cipales en las políticas de tierras, además de la dinamización pro­
ductiva, ha sido la generación de empleo.

Una primera dimensión está asociada a la relación entre las 
formas de tenencia y el empleo. Como ya se ha señalado, los da­
tos demuestran que el minifundio es más eficiente que el latifun­
dio, no sólo en términos de uso del suelo y de producción por 
unidad de superficie, sino también en términos de empleo por

78



unidad de superficie. Además, como lo explicara ya Chayanov a 
principios de siglo, la economía campesina tiene esa rara virtud 
de absorber una gran cantidad de mano de obra -autoempleada y 
autoexplotada- en contextos de muy baja dotación de tierra y ca­
pital. En otras palabras, es muy eficiente en términos de absor­
ción de mano de obra.

Por el contrario, los sectores modernos de la agricultura, si 
bien muestran índices de productividad por hectárea cultivada 
mas altos que el sector minifundista tradicional y producen ma­
yor valor agregado (a través de la agroindustria) y divisas (a tra­
vés de la exportación) por unidad-producto, no han generado 
empleo en forma significativa. Y más recientemente los procesos 
de concentración de la propiedad asociados a la reconversión ca­
pitalista de vastas áreas y a la modernización tecnológica, han 
acelerado el fenómeno de la expulsión de mano de obra rural, 
mano de obra que ya no tiene ninguna alternativa de empleo, ni 
en la ciudad ni en el campo.41 Este proceso de expulsión es aun 
más agudo en aquellos casos donde la compra de tierras es una 
mera inversión especulativa o inmobiliaria en el agro.42

También se ha especulado sobre los efectos de la Reforma 
Agraria sobre el empleo. Mertins43 por ejemplo afirma que estos 
fueron negativos, ya que por un lado dieron por terminados vín­
culos "precarios" con sus aparceros y colonos -por miedo que es­
tos pudieran usar la existencia de dicho vínculo para reivindicar 
su derecho a la tierra- con lo cual muchos campesinos de pronto 
se encontraron sin empleo y sin medios de subsistencia, obliga­

41 POSADA, M., MARTINEZ M. Y PUCCLARELLI P Empleo y Desarrollo Capitalis­
ta en el Agro Argentino. En: Debate Agrario, No. 26, Lima, 1997.

42 Carmen NAVARRO, Posibles interrelaciones entre el Mercado Laboral y el Merca­
do de Tierras en el Sector Rural: Búsqueda de evidencia empírica a partir de estudios de 
caso. FAO, Roma (en la página Land Tenure de la FAO), Roma, 1996.

43 Mertins, op.cit. 1996.
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dos a migrar a las ciudades. Un segundo efecto fue acelerar la me­
canización de las tierras, lo que también condujo a una disminu­
ción en los niveles de empleo.

Navarro44 a partir de dos estudios de caso (Chile y Kenya) 
concluye que existe “una interrelación indirecta y no absoluta 
entre los mercados de trabajo y de tierras", y que existe además 
una relación muy fuerte entre estos dos mercados y el mercado 
financiero. Además señala que un mercado laboral rígido (ausen­
cia de posibilidad de empleo extrapredial) restringe a su vez el 
mercado de tierras (los campesinos ante la imposibilidad de con­
seguir fuentes alternas de ingreso no venden su parcela), pero 
tampoco un mercado dinámico de tierras implica la generación 
de empleo.

10. La Tragedia de los Comunes y las perspectivas de las 
formas comunales de tenencia

Uno de los temas más polémicos en la literatura, es el que se 
refiere a los llamados espacios colectivos o de acceso abierto y la 
supuesta mayor predisposición de estos espacios a la degradación. 
En sus inicios, bajo este concepto se incluía toda forma de propie­
dad comunal. El debate es provocado por Hardin45 a partir de su 
conocido artículo sobre la Tragedia de los Comunes. En éste argu­
menta que los espacios colectivos son una ruina para la humani­
dad, ya que promueven que los individuos logren mejorar su situa­
ción particular pero a costa del bien común. Para ello utiliza el 
ejemplo del pastor, quien al añadir un animal a su rebaño, logra 
ciertamente una utilidad marginal importante para sí. Sin embar­

44 Navarro, op. cit., 1996.
45 Garrett, HARDIN (1968) La Tragedia de los Espacios Colectivos (The tragedy of 

the commons). En Daly, H, Economía, Ecología y Etica, FCE, México, 1989.
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go, dice Hardin, en términos del interés general, el haber agregado 
un animal incrementa el sobrepastoreo, lo que es perjudicial para 
el conjunto de pastores que utilizan ese espacio colectivo. Pero da­
do que la cuota-parte del perjuicio que le toca al pastor que incre­
mentó su hato en un animal es muy inferior al beneficio que per­
cibe, del punto de vista económico su decisión es racional. "A es­
ta conclusión han llegado todos y cada uno de los pastores racio­
nales que comparten el pastizal y precisamente en eso reside la tra­
gedia", agrega Hardin. Es decir los beneficios son individuales pe­
ro los costos son colectivos. O también, utilizando el concepto de 
externalidad, en los espacios colectivos, los individuos general ex- 
temalidades negativas, no existiendo mecanismos que los obliguen 
a internalizarlas. La conclusión a la cual arriba Hardin es obvia: es 
necesario que los espacios colectivos sean privatizados, sólo la pro­
piedad privada garantiza el cuidado de los recursos naturales.46

Las tesis de Hardin han dado lugar a varias corrientes de 
pensamiento en lo que concierne a los diversos derechos de pro­
piedad, acceso y uso de los recursos, tanto entre quienes refutan 
sus ideas como entre quienes han seguido profundizándolas y 
abogan por la privatización de las tierras de acceso abierto o co­
munales. La relevancia de este debate en el contexto latinoame­
ricano es obvio, no solo por la importancia social y económica de 
las áreas de propiedad comunal en la región, sino también por la 
fuerza que hoy tienen las políticas de tierra privatistas, cuyo pro­
pósito es que a los mercados de tierras ingrese la mayor superfi­
cie posible, siendo las distintas formas de propiedad comunal un 
obstáculo para ello.

46 El argumento de Hardin, como puede observarse, es de corte económico. Su pro­
pósito sin embargo no fue originalmente el de llamar la atención sobre las formas colec­
tivas de usufructo de los recursos naturales, sino de denunciar la "libre procreación" que 
ha llevado a la explosión demográfica y que perjudica a la humanidad en su conjunto (el 
espacio colectivo aquí es el planeta). En su argumentación también llama a privatizar o a 
restringir la entrada a los parques nacionales, otro "espacio colectivo".
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La principal crítica a Hardin es que confunde dos tipos 
muy distintos de propiedad, los de acceso abierto con las formas 
comunales de propiedad, incluyendo a ambos en la misma cate­
goría de espacios colectivos. En las de propiedad comunal, al 
igual que en la propiedad privada, también hay exclusión de los 
no beneficiarios (o no propietarios), es decir que no son de libre 
acceso, y además hay normas que regulan el uso de dichos recur­
sos.47 Ejemplos sobran de comunidades campesinas e indígenas 
que han logrado un uso sostenible de sus recursos en un contex­
to de propiedad o acceso comunal a estos recursos, justamente en 
base a una serie de normas que regulan el aprovechamiento indi­
vidual de su uso y cuyo propósito expreso es la conservación del 
recurso.

Una segunda critica a Hardin es que "la privatización indi­
vidual de los recursos comunales, aun cuando en términos mera­
mente económicos pudiese ser más rentable, a menudo conlleva 
la pauperización de los individuos excluidos y el incremento de 
las desigualdades".48

Finalmente, también existen numerosos ejemplos que 
muestran que la privatización de la tierra, al levantar las restric­
ciones comunales que inhibían prácticas y usos degrada torios, 
también puede traer aparejada la sobreexplotación de los recur­
sos y la aceleración de su degradación.

Parangonando a Hardin, podríamos también hablar en­
tonces de una "tragedia de los privados" en otro sentido: aun­
que la dinámica es demasiado reciente, existen ya evidencias 
que el nuevo fenómeno de concentración de la propiedad en 
América Latina está significando procesos de degradación de 
gran magnitud, especialmente en aquellas zonas (yungas, cha­

47 Jorge GASCON La Polémica sobre la tragedia de los comunes: un caso andino. En 
Debate Agrario No. 25, Lima, 1996.

48 Gascón, op.cit. 1996.
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co semiárido, amazonia, etc.) donde el precio de la tierra es ín­
fimo en relación al costo total del proceso productivo. La tie­
rra, comprada a precio vil es considerada por los inversores co­
mo un bien de descarte en el proceso productivo: ya sea debi­
do a la fertilidad natural o a los recursos madereros existentes, 
la primera cosecha o el primer aprovechamiento retribuye con 
creces la inversión en la compra de tierra. El agotamiento de la 
fertilidad del suelo después de dos o tres años, o la desertifica- 
ción o deforestación de la tierra, no son considerados un pro­
blema ya que existen aun abundantes tierras en venta, con lo 
cual se puede seguir avanzando con la misma lógica sobre 
otros espacios.

En la vereda opuesta, también son numerosos los que si­
guen descalificando con argumentos económicos las formas de 
propiedad comunal. En buena medida es la posición sostenida 
por el Banco Mundial, AID, etc. quienes han sostenido teórica­
mente las contrareformas agrarias en América Latina y las políti­
cas basadas en la dinamización de los mercados de tierras. En un 
reciente articulo, Vogelgesang,49 especialista de la Comisión Eco­
nómica para América Latina (CEPAL), en la línea de las propues­
tas de Hardin da nuevos argumentos a favor de la privatización 
de los espacios comunales en América Latina. Su punto de parti­
da son los derechos de propiedad, definidos como un sistema. 
“La propiedad es un conjunto de derechos de un individuo en re­
lación a otros". Como muchos otros autores, él también distin­
gue cuatro grandes categorías de derechos de propiedad: la esta­
tal, la privada, la de acceso abierto y la comunal. Señala que la lí­
nea divisoria entre éstas dos últimas categorías es ambigua, dado 
que en muchos países, hasta un 50% de los productores no tie­
nen títulos de propiedad, lo que funcionaría como un desincen­

49 Frank VOGELGESANG After land reform, the market? FAO, Roma (en la página 
Land Tenure de la FAO), 1999.
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tivo tal que las tierras comunales deben ser consideradas como 
de acceso abierto.50

Un segundo argumento hace hincapié en las externalidades 
generadas por los individuos sobre el conjunto de la comunidad, 
señalado ya por Hardin. Estas externalidades solo pueden ser re­
sueltas ('internalizadas') a través de negociaciones entre los miem­
bros de la comunidad, negociaciones que acarrean costos de tran­
sacción. Estos costos son mayores en cuanto más grande es la co­
munidad, y son muy bajos en el caso de la propiedad privada.

Un tercer argumento es que con el crecimiento demográfi­
co y la articulación al mercado de los espacios de propiedad co­
munal, estos costos de transacción se incrementan, también por­
que algunos individuos empiezan a destacarse en cuanto a sus re­
laciones fuera de la comunidad, en lo que Vogelsang denomina 
"información asimétrica", y los conflictos por la tierra y los re­
cursos se incrementan.

El último argumento es que "si bien los derechos de pro­
piedad privada no constituyen la mejor solución en todas las si­
tuaciones y en todo momento, y los derechos de propiedad más 
convenientes dependen de las circunstancias particulares de una 
sociedad, es decir en que etapa de su desarrollo económico se en­
cuentra". Hay evidencias históricas de que "en el curso de la 'mo­
dernización' de una sociedad, la propiedad privada se vuelve ca­
da vez mas importante", un argumento más ideológico, que re­
cuerda el viejo paradigma de la modernización y de cómo las so­
ciedades transitan hacia el "desarrollo".

El supuesto es que "las transacciones de tierra (lo que pre­
supone la posibilidad de que sea un bien transable, es decir no 
sujeto a derechos comunales de propiedad) generalmente incre­

50 Este argumento es de una gran debilidad. Históricamente la carencia de títulos de 
propiedad no ha sido impedimento para que las comunidades andinas o amazónicas tu­
vieran y observaran las normas comunales que regulaban el acceso a sus recursos.
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mentan su uso eficiente ya que permiten que se asignen los re­
cursos de acuerdo a la potencial productividad marginal”.

Más allá del debate sobre las implicancias políticas, econó­
micas y ambientales de las formas comunales de tenencia vis á vis 
la propiedad privada, pareciera haber signos de una cierta ten­
dencia al debilitamiento de las normas comunales que regulan el 
acceso y uso de los recursos naturales. Ello posiblemente se ex­
plique por:

• los desequilibrios que se producen en la relación entre 
población y recursos: los recursos han disminuido en cantidad y 
calidad mientras que ha crecido la población

• el debilitamiento de la organización comunal y su capa­
cidad de generar nuevas normas comunales en función de la 
cambiante dinámica comunal

• una mayor articulación al mercado por parte de las co­
munidades, lo que significa una mayor presión sobre los recursos 
comunales, especialmente por parte de algunos miembros de la 
comunidad que van desarrollando estos vínculos comerciales en 
su beneficio particular.

• procesos de acumulación y diferenciación al interior de 
la comunidad.

• la exacerbación de conflictos con comunidades vecinas 
y/o terratenientes a medida que algunos recursos (pastos, leña, 
etc.) se hacen cada vez más escasos, especialmente cuando hay 
situaciones de tenencia irregular, o cuando los límites territoria­
les no están bien definidos.

11. Tierra, Territorio y Comunidades Indígenas

Las preocupaciones ambientales de fines de siglo, el acele­
rado ritmo de destrucción de los bosques tropicales, sin restarle 
méritos a la investigación antropológica y a la capacidad de mo­
vilización política de las mismas etnias, han logrado que los pue­

85



blos indígenas y su relación con la naturaleza hayan recibido es­
pecial atención en las políticas relacionadas a la conservación de 
los recursos naturales. Y al hecho, lógicamente, que los indígenas 
ocupan las áreas de mayor diversidad biológica.51

Aunque aún persiste con fuerza en ciertos sectores desarro- 
llistas la idea que el respeto a las minorías étnicas y a sus territo­
rios no puede ser un freno al progreso y al crecimiento económi­
co, y que la mejor política es "integrarlos" a la economía (los bos­
ques) y a la sociedad (los indígenas) nacional, en general, con ma­
tices, el debate52 gira más bien en torno a cómo lograr que los pue­
blos indígenas mejoren sus condiciones de vida preservando su 
capacidad de vivir armónicamente con la naturaleza en amplios 
territorios cubiertos de bosques tropicales y sub-tropicales.53

Ello implica un reconocimiento:54
- a sus conocimientos de la naturaleza y del medio ambiente
- a las formas de uso del suelo

51 Thiesenhusen, op. cit. , 1996:41.
52 Es interesante notar que el Banco Mundial tiene dos posiciones totalmente distin­

tas en términos de Políticas de Tierras en lo que se refiere a sectores campesinos y a gru­
pos indígenas. Mientras en el primer caso hay una presión para que los países levanten 
toda restricción sobre los mercados de tierras, lo que significa la pérdida por parte de los 
campesinos de sus tierras, a favor de productores capitalizados y grandes inversores, en 
el caso de las tierras indígenas, se intenta apoyar su reconocimiento legal (demarcación, 
titulación) y su intangibilidad. ¿Se trata de una estrategia "política", con el objeto de po­
der conformar tanto a gobiernos como a ONGs o más bien el reflejo de distintas corrien­
tes de pensamiento dentro del Banco?. Monteiro da Costa (José MONTEIRO DA COSTA, 
José, Globalización, desarrollo sustentable y desarrollo económico. En EURE, Vol XXII, 
No. 65, Santiago, 1996) señala que esta preocupación por los territorios indígenas y las 
áreas protegidas responde al interés de los países industrializados por inmovilizar al má­
ximo el uso de los bosques nativos del mundo, ya que "es más barato impedir deforestar 
los trópicos que controlar las emisiones de CO2 de las economías desarrolladas".

53 Aunque quienes habitan en las zonas montañosas también son indígenas, en algu­
nos países como Perú y Bolivia fueron reconvertidos a campesinos con las respectivas Re­
formas Agrarias. En este sentido, la preocupación indígena y territorial se ha circunscri­
to a las etnias de las tierras bajas de la Amazonia y el Chaco.

54 Shelton DAVIS lndigenous Land Tenure and Tropical Forest Management in Latin 
América, Washington (en la página Land Policy del Banco Mundial), s/f.

86



- a sus concepciones con respecto al espacio y a su mode­
lo de ocupación y manejo del territorio.55

Y finalmente al hecho de que sus tradicionales derechos de 
uso de la tierra, que para ellos son equivalente a derechos de po­
sesión, deben ser reconocidos como derechos de propiedad por 
nuestro marco legal.56

La pregunta es si este reconocimiento al papel histórico 
que han tenido los pueblos indígenas en la conservación de cier­
tos ecosistemas, y las ventajas relativas que parecen tener sobre 
cualquier otro grupo social para asegurar el futuro de los bosques 
tropicales, son argumentos suficientemente convincentes para 
garantizarles formas de tenencia que les permitan el control so­
bre su territorio y sus recursos.57

En realidad este proceso de demarcar, titular y regularizar 
la tenencia de los territorios indígenas sigue siendo un proceso 
muy lento, porque los intereses económicos y las presiones socia­
les sobre la tierra siguen pesando fuertemente a nivel político. A 
pesar de que existen los instrumentos legales para ello, por ejem-

55 Se abre al respecto todo un campo de reflexión sobre la forma en que pueden ar­
ticularse nuestros conocimientos científicos con los saberes tradicionales de los pueblos 
indígenas, nuestra legalidad con sus normas consuetudinarias (por ejemplo en lo que 
concierne al acceso y uso a la tierra y a los recursos naturales), etc. Zimmermann (Willi 
ZIMMERMANN, Facing the challenge of implementing a new land policy, GTZ, Esch- 
born (en la página web de la GTZ), s/f) señala sobre el particular que los procedimientos 
metodológicos a ser desarrollados deben tomar en cuenta la vulnerabilidad y confidencia­
lidad de la información étnica (sitios ancestrales, nombres indígenas de los lugares, im­
portancia ritual de ciertos "hitos", valor estratégico de la información tradicional, etc.).

56 Mertins, op. cit. 1996.
57 Mertins (op. cit. 1996) hace notar que en países con un alto porcentaje de pobla­

ción indígena (Bolivia, Ecuador, Perú) está creciendo la actitud de respetar y aceptar los 
derechos indígenas sobre la tierra -aun si no se ha dado satisfacción legal a sus reivindi­
caciones por las tierras de sus ancestros- mientras que allí donde la población indígena 
no tiene mayor peso (Brasil, Colombia), la influencia de ciertos sectores para tener acce­
so a las tierras bajas (militares, terratenientes, corporaciones nacionales e internacionales, 
incluso el narcotráfico) hace que los derechos indígenas sobre sus tierras tengan menos 
consideración política.
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pío en Brasil solamente el 13% de las 79 millones de has de terri­
torios indígenas identificadas por la FUNA1 han finalizado el 
procedimiento de titulación,58 mientras que un 41% de las 518 
áreas indígenas relevadas por un estudio del CEDI/PETI en 1987 
padecían el impacto de alguna actividad económica (minería, hi­
droeléctrica, carretera). Para los demás países, en lo que concier­
ne a la población indígena amazónica y del Orinoco, no tenían tí­
tulos de propiedad el 91.5% de la población indígena de Bolivia, 
29.8% en Ecuador, 19.7 % en Colombia, 92.8% en Perú, 89.1% 
en Venezuela.59

Davis distingue cuatro modelos de tenencia de la tierra 
promovidos por los países de la región:

• Las reservas indígenas en el Brasil que nacen a partir de 
las políticas proteccionistas de principios de siglo, que parte del 
principio que los indígenas no pueden defenderse por si solos y 
requieren de la protección de instituciones externas (la Iglesia, el 
FUNAI, etc.). Este modelo ignora las formas consuetudinarias de 
tenencia, organización y manejo de los recursos e impide que los 
indígenas administren autónomamente sus áreas.

• Las comunidades nativas en Bolivia, Ecuador y Perú, cu­
yo enfoque es la integración de los pueblos indígenas en el desa­
rrollo regional, que a su vez repercutirá su desarrollo económico. 
En términos de tenencia, este modelo se ve influenciado por la re­
forma agraria y las formas de ocupación en los Andes, otorgando 
títulos de propiedad a cada comunidad o grupos de familias (y no 
territorios a etnias o pueblos indígenas), con las mismas normas 
legales y administrativas que para el resto de las áreas rurales no 
indígenas, incluso fijando la superficie total en función de un cri­
terio de unidad económica familiar, como en el caso del Perú.

• Las áreas protegidas en Brasil, Bolivia, Perú y Venezuela,

58 Davis, op. cit. s/f.
59 Mertins, op. cit. 1996, citando a CEREC, 1993.
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que tienen su origen en el conservacionismo, cuyo objetivo es la 
preservación de la naturaleza. La presencia de comunidades indí­
genas en las áreas mejor conservadas y de mayor diversidad bio­
lógica, llevó a que se declararan Parques Nacionales o Reservas 
de la Biosfera (con el programa MAB-Unesco) a estas áreas. Las 
poblaciones indígenas podían permanecer siempre y cuando no 
alteraran sus formas tradicionales de subsistencia. En este mode­
lo los intereses de los biólogos a cargo de las entidades de con­
servación (gubernamentales y no gubernamentales) a menudo 
entran en contradicción con las reivindicaciones indígenas sobre 
su territorio y sus recursos. En otro punto analizamos con mayor 
detalle los problemas que este doble status acarrea.

• Finalmente Davis, señala un cuarto modelo, que denomi­
na de territorio indígena, por el cual los propios pueblos indíge­
nas, a partir de organizaciones locales, regionales e incluso trans­
nacionales (como en el caso de COICA) logran imponer a los Es­
tados su propio modelo, que integra tierra, recursos, organiza­
ción social y política y su cosmovisión, especialmente en relación 
con sus formas culturales de concebir el espacio.

En este modelo el acento también está puesto en:
- reivindicar un territorio, no la tierra, cuya delimitación se 

hace en función de criterios históricos de ocupación y del cono­
cimiento que tienen los pueblos indígenas del ecosistema

- una amplia superficie, la suficiente para asegurar que los 
patrones tradicionales de ocupación permitan el uso sostenible 
de los recursos

- revalorizar los conocimientos y la tecnología indígena en 
el manejo de los recursos

Tal como lo plantea Davis, este modelo, que se inicia con 
los Shuar en la década del '60 y luego es retomado por numero­
sas organizaciones indígenas en toda la cuenca amazónica, esta­
blece un acuerdo tácito entre Estado y Pueblos Indígenas, por el 
cual estos últimos reciben "derechos de usufructo a cambio de 
un compromiso en proteger la fauna y la flora de la región".
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La conclusión de Davis es que "los modelos convenciona­
les de tenencia de la tierra contenidos en la legislación nacional 
de los países de América Latina con respecto a la cuestión agra­
ria, a los indígenas o a las áreas protegidas ha sido poco eficien­
te en cuanto a proteger a los pueblos indígenas y a los ecosiste­
mas forestales tropicales donde habitan". Y que los pueblos indí­
genas sólo podrán ser protagonistas del manejo de estos ecosis­
temas si se cumplen las siguientes cuatro condiciones:

a) si se les da seguridad legal sobre territorios que sean lo 
suficientemente grandes para que pueda haber manejo sostenible 
de los recursos

b) si estos territorios cuentan con la necesaria protección 
legal y policial

c) si los indígenas tienen el poder de tomar aquellas deci­
siones relacionadas al uso sostenible y al manejo de los recursos 
naturales de estos territorios

d) si reciben la asistencia técnica y la capacitación adecua­
da para adaptar sus sistemas productivos tradicionales a las con­
diciones económicas del contexto.

12. Areas Protegidas, Zonas de Amortiguamiento y Tenencia

Las áreas protegidas son una forma peculiar de tenencia, una 
rémora de tierra publica o fiscal, para las cuales no hay en general 
un proyecto de "privatización", incluso en el marco del neolibera- 
lismo imperante. Existe un amplio y tácito consenso social en el 
sentido que muestras representativas de los diversos ecosistemas 
deben ser preservadas, especialmente las de mayor diversidad bio­
lógica, ya sea con fines científicos, paisajísticos, turísticos e inclu­
so culturales. Y que le corresponde al Estado (nacional, provincial 
o municipal) el rol de mantenerlas y manejarlas. Este consenso in­
cluso ha permitido que en la mayoría de los países la superficie 
protegida haya crecido notablemente en las últimas décadas.
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Las áreas protegidas son una de las formas por excelencia 
de conservación de la naturaleza, tanto de las especies de ñora 
como de las de fauna. Y siguen siendo centrales en la vieja polé­
mica entre conservación y desarrollo, entre quienes desearían, a 
veces en forma caricaturesca, que éstas áreas fueran cerradas y 
alambradas, permitiéndose el acceso únicamente a investigadores 
de las ciencias naturales y a turistas de alto vuelo que hayan de­
mostrado su amor a la naturaleza, y quienes creen que el desarro­
llo de un país no puede ser obstaculizado por consideraciones 
tan etéreas y románticas como las que profesan los "verdes".

Este viejo debate entre distintos sectores de las clases me­
dias y altas fue tomando otro cariz en la medida que sectores 
campesinos, necesitados de tierras y comunidades indígenas que 
habitaban estas áreas, fueron movilizándose y presionando a los 
gobiernos para que les dieran esas áreas, ya sea reconociéndoles 
sus derechos ancestrales, en el caso de las indígenas, o como una 
forma de resolver la situación de pobreza en el caso campesino.

Como forma de resguardar o preservar estas áreas se crea­
ron zonas de amortiguamiento. Como su nombre lo indica se tra­
ta de zonas tampones, en general alrededor de las vías de comu­
nicación lindantes con las áreas protegidas, destinadas a ser un 
cinturón inviolable a los distintos procesos de degradación que 
ocurran fuera de este cinturón. Ello se logra en teoría con progra­
mas de desarrollo rural que mejoran la situación productiva de 
quienes allí viven, "estabilizando" la situación socioeconómica 
de los colonos que hayan migrado a estas zonas de amortigua­
miento. Lo que ocurra mas allá de estas zonas no interesa.

Como se ha mencionado, las áreas protegidas dependen de 
un organismo estatal encargado de su administración, contando 
con personal técnico y guardaparques en cada área. Estos equi­
pos técnicos, a menudo formado por biólogos, en América Lati­
na han tenido un enfoque conservacionista estrecho, siendo 
fuente de numerosos conflictos, especialmente en áreas de fuerte 
presencia indígena:
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- por un lado por la forma como los biólogos administran 
estas áreas, como "coto de caza" propio, que en el mejor de los 
casos es abierto a la investigación científica y al ecoturismo, re­
sistiéndose a que la función ambiental, económica y social sea 
materia de debate público. Esta visión estrecha, que ha impedido 
ver las sinergias que tiene el manejo sustentable para la conser­
vación de estas áreas, ha producido cierto rechazo a las tesis con­
servacionistas extremas, tanto por parte de los propios campesi­
nos e indígenas y de sus organizaciones políticas -que siguen 
viendo en estas áreas importantes reservas de tierra60- como de 
los mismos políticos.

- por otro lado, los conflictos que se generan dentro de los 
propios gobiernos, entre estos sectores ecologistas a cargo de las 
áreas protegidas, que además intentan incrementar la superficie a 
proteger, secundados por el lobby de las ONGs y el ecologismo 
internacional, y los políticos, que necesitan encontrar soluciones 
a la presión por la tierra del campesinado y a las reivindicaciones 
de los grupos indígenas para que les restituyan sus antiguos te­
rritorios.

- finalmente los conflictos se agravan en aquellas áreas de 
"doble status", a la vez área protegida y territorio indígena.61 En 
ciertas situaciones el doble status está reconocido legalmente, pe­
ro los administradores del área protegida usan toda su influencia 
política y los recursos internacionales a los cuales tienen acceso 
para debilitar la cogestión indígena, bajo el supuesto que los in­
dígenas terminarán vinculándose al mercado y comercializando 
sus recursos, o cediéndolos a terceros (madereros, comerciantes

60 En una de las Reservas de la Biosfera de Bolivia, los campesinos que vivían en las 
zonas aledañas interpretaban el termino Reserva como tierras que les estaban "reservan­
do" a sus hijos para mas adelante.

61 Estas áreas existen en varios países de América Latina, Bolivia, Honduras, Costa 
Rica y Venezuela, entre otros.
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en fauna, etc.)- A ello se agregan visiones aún más racistas, que 
consideran al indígena parte de esa naturaleza pristina, que tam­
bién debe ser preservado en sus formas de coexistencia con la na­
turaleza, lo cual incrementa el interés científico y turístico del 
área.62

Frente a ello sin embargo hay intentos, tímidos aún, de co- 
gestión de las áreas protegidas, dando mayor participación a las 
ONGs, a las organizaciones sociales y políticas, campesinas e in­
dígenas, y a los gobiernos locales.

Una preocupación antigua con relación a las áreas protegi­
das es la capacidad del Estado de controlar estos territorios, im­
pidiendo que se desarrollen actividades económicas incompati­
bles con la naturaleza del área, concesiones madereras, petrole­
ras, mineras, a veces amparadas en decretos de excepción o en tí­
tulos de propiedad de dudosa procedencia, a veces simplemente 
ocupando ilegalmente alguna zona del área. En ciertos casos la 
proliferación de áreas protegidas sin contar con los medios para 
asegurar su efectiva protección o manejo (como en el caso de Ni­
caragua que cuenta con 71 áreas protegidas) vuelve al sistema in­
capaz de frenar la invasión y la ocupación de esas áreas. En la me­
dida que la población rural no participa de los beneficios deriva­
dos de la existencia de estas áreas protegidas, no tendrá especial 
interés en colaborar con el Estado en la denuncia y expulsión de 
ocupantes ilegales. Antes bien tendrán la tentación de también 
convertirse en invasores.

62 Davis, op. cit. s/f.
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13. Territorio, Conflicto y Mediación

Los conflictos por la tierra son una parte intrínseca de la 
historia latinoamericana: en la mayoría de los casos los enfrenta­
mientos ponían frente a frente a gamonales, hacendados, dueños 
de plantaciones y empresas transnacionales con campesinos, in­
dios, obreros y trabajadores sin tierra, resolviéndose con la inter­
vención del ejercito y la policía acudiendo al llamado de los pri­
meros, en innumerables baños de sangre que han sido narrados 
por historiadores, novelistas y cineastas.

Los conflictos por la tierra no han cesado, ni los abusos, las 
amenazas y los asesinatos, como lo demuestra la historia recien­
te de la represión en Chiapas, el asesinato de Chico Mendes y 
miembros de los Sem Terra en Brasil o la muerte de los wichis en 
el chaco argentino. A pesar de ello, algo ha cambiado, tal vez co­
mo consecuencia de un cierto avance en el estado de derecho, del 
fortalecimiento de la sociedad civil, y del nuevo rol protagónico 
que los medios de comunicación ocupan en la opinión pública; 
pero más por la existencia de organizaciones campesinas e indí­
genas dispuestas a defender sus derechos, a veces con el apoyo de 
ONGs y de grupos de abogados que brindan asesoramiento legal 
a estas organizaciones. Ello ha permitido que a menudo los con­
flictos tengan otras formas de expresarse y de resolverse.

El apoyo jurídico, dando a conocer a los grupos más po­
bres sus derechos y la legislación existente, que en muchos paí­
ses ha avanzado notablemente en cuanto a protegerlos y darles 
cierta seguridad de acceso a la tierra y a los recursos naturales, ha 
sido muy importante. Esto ha sido particularmente valioso en el 
caso de comunidades indígenas que por razones lingüísticas, cul­
turales, de aislamiento, de debilidad organizativa, etc. son más 
vulnerables.

En los últimos años, los conflictos socioambientales, alre­
dedor de las luchas por la tierra y los recursos naturales han re­
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cibido una gran atención, en cuanto a la teoría pero más aún en 
la aplicación práctica de métodos y técnicas de mediación que 
permitan resolver extrajudicialmente estos conflictos.63 En dife­
rentes ámbitos académicos y programas de desarrollo (Universi­
dad de Indiana en Bloomington, Universidad para la Paz en Cos­
ta Rica, Programa Bosques, Arboles y Comunidades Rurales 
(FAO/FTPP) entre otros) se viene investigando y capacitando so­
bre Manejo y Resolución de Conflictos Ambientales.

El punto de partida de estas propuestas es que "la mayoría 
de los conflictos pueden ser resueltos fortaleciendo las capacida­
des para las diversas formas de gestión de conflictos, especial­
mente la conciliación, la mediación, la facilitación y la negocia­
ción, y simultáneamente garantizando los principios de flexibili­
dad y transparencia".64

Más allá de estos esfuerzos no gubernamentales, también 
ha sido importante la creación de "fueros de tierra" (o fueros 
agrarios), instancias judiciales que permiten resolver conflictos 
de límites (por ejemplo entre comunidades vecinas) o conflictos 
de propiedad.65

14. Tierras forestales: tenencia y manejo sostenible de los bosques

En América Latina, donde los bosques ocupan un 50% 
de la superficie, estos han sido objeto de situaciones variadas y 
particulares de tenencia. En general el Estado se ha reservado 
los derechos de propiedad o, en su defecto, de su administra-

63 Un conjunto de experiencias latinoamericanas ha sido recopilado por Pablo OR- 
TIZ en Comunidades y Conflictos socioambientales, Experiencias y desafíos en América 
Latina, Abya-Yala, Quito (1999).

64 Zimmermann, op. cit. s/f.
65 Thiesenhusen, op.cit. 1996.
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ción, haciendo incluso una diferencia conceptual entre el sue­
lo y el vuelo en el caso de la propiedad privada. En las últimas 
décadas, el Estado ha transformado grandes superficies de bos­
ques en áreas protegidas, reafirmando sus derechos de propie­
dad, pero en otros casos los ha ido cediendo, a veces devol­
viendo a los indígenas territorios boscosos que históricamente 
habían ocupado, o bien concesionando importantes áreas a 
empresas madereras o a comunidades campesinas e indígenas 
(p.ej. las reservas extractivas en Brasil), o bien lisa y llanamen­
te vendiendo estas áreas boscosas a productores forestales, co­
mo una forma también de generar ingresos para las arcas del 
Estado o conseguir divisas. En otros casos el Estado ha reser­
vado importantes superficies de bosque como eventuales áreas 
de colonización, para así poder dar respuesta a la presión cam­
pesina por la tierra.

En los últimos años, sin embargo, los gobiernos han en­
tendido que esta doble función, social (en cuanto descompri­
me la presión campesina) y económica (en cuanto genera acti­
vidad económica, empleo y divisas) de los bosques debía ser 
acompañada de una política de conservación, de tal forma de 
"alargar" la contribución de los bosques al desarrollo económi­
co y social. La Conferencia de Río se convierte en un hito en 
América Latina, muchos países crean sus ministerios del Me­
dio Ambiente y se formulan nuevas Leyes Forestales, y el 'ma­
nejo sostenible de los bosques' se convierte en una muletilla de 
los gobiernos.

Y en este contexto la atención nuevamente se vuelca ha­
cia las formas de tenencia: ¿en qué medida las normas de acce­
so a los recursos (es decir los llamados derechos de propiedad) 
y las normas que regulan el uso de los recursos contribuyen o 
no a la conservación de los bosques?, ¿en qué medida estos re­
gímenes de tenencia son funcionales en situaciones donde los 
bosques se ven amenazados por presiones del mercado y presio­
nes demográficas?
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Forster y Stanfield66 distinguen tres situaciones:
- áreas que tradicionalmente han sido ocupadas por grupos 

sociales con una cultura forestal, como en el caso de las etnias 
amazónicas o chaqueñas

- áreas forestales concedidas a colonos u otros grupos so­
ciales sin tradición forestal y que "carecen de cohesión social", 
como sucede en la mayoría de las áreas de frontera agropecuaria.

- bosques en manos privadas o concesiones forestales en 
manos de empresas madereras.

A re a s  q u e  tr a d ic io n a lm e n te  h a n  s id o  o c u p a d a s  p o r  g r u p o s  so ­
c ia le s  co n  u n a  c u l tu r a  fo re s ta l:

Existen numerosos ejemplos que muestran que en general 
los pueblos indígenas con una larga tradición forestal han sabido 
conservar sus recursos forestales, en gran medida porque las nor­
mas que regulan el acceso y el uso de estos recursos se basan en 
un profundo conocimiento del ecosistema. Pero ello, en situacio­
nes de baja densidad demográfica y cuando los recursos son usa­
dos principalmente para satisfacer necesidades de la propia po­
blación.

El problema aparece cuando la relación población-superfi­
cie se modifica y más aún cuando aparecen demandas del merca­
do por un grupo reducido de especies o productos del bosque. 
¿Cuáles son las estrategias viables de generación de ingresos pa­
ra grupos con una cultura forestal tradicional? ¿en qué medida 
las normas de acceso y uso de los recursos siguen siendo funcio­
nales para asegurar la conservación o el manejo sostenible del 
bosque?

Forster y Stanfield señalan algunas hipótesis basadas en 
experiencias relevantes de manejo del bosque en la región. Por 
un lado, la legalización o formalización de sus derechos de pro­

66 Forster y Stanfield, op. cit. 1993.
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piedad sobre los territorios que tradicionalmente han ocupado y 
sus derechos a aprovechar los bosques, revalorando sus prácticas 
conservacionistas es un criterio básico. En segundo lugar, basar­
se en sus conocimientos del bosque y en sus normas de acceso y 
de uso de los recursos para formular planes de manejo y para dis­
cutir formas de articularse al mercado.

A re a s  fo r e s ta le s  c o n c e d id a s  a  co lo n o s  u  o tro s  g ru p o s  so c ia le s  
s in  tr a d ic ió n  fo r e s ta l:

Estas son las situaciones de mayor vulnerabilidad, por la 
falta de derechos de propiedad que regulen el uso de los recursos 
a favor de su conservación, por tratarse de una población sin tra­
dición forestal y sin conocimientos de la dinámica del bosque y 
de sus especies, y con bajos niveles de organización o de practi­
ca asociativa en la toma de decisiones y en la gestión de recursos 
comunales. Además de los restantes factores que promueven la 
deforestación y la degradación en áreas de colonización, como ya 
se ha señalado.

En términos de políticas de tenencia es poco lo que se pue­
de hacer en estas situaciones, según señalan Forster y Stanfield. 
No es claro si la adjudicación de títulos de propiedad individual 
sobre las áreas boscosas frenará la deforestación. El desarrollo de 
una tradición forestal o de prácticas conservacionistas es una ta­
rea de largo aliento. Los autores se inclinan más por desarrollar 
planes de manejo forestal con asistencia técnica externa y apos­
tar a que el interés por la conservación vendrá dado por la exis­
tencia de beneficios económicos tangibles proporcionados por el 
bosque bajo manejo y sobre todo a través de actividades que ge­
neren organización social e identidad colectiva.

B o sq u es  en  m a n o s  p r iv a d a s  o c o n c e s io n e s  fo r e s ta le s  en  m a n o s  
d e  e m p re sa s  m a d ere ra s:

En teoría, las empresas forestales tienen todas las condicio­
nes para garantizar la conservación del bosque: tienen seguridad 
en cuanto al acceso y al uso de los recursos, ya sea porque son 
sus legítimos dueños o porque tienen su concesión, cuentan con
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los conocimientos técnicos para hacer un manejo racional de los 
recursos, y pueden articularse bien al mercado. Sin embargo, la 
experiencia ha demostrado que la empresa privada ha depredado 
los bosques como ningún otro sector, en lo que se ha dado en lla­
mar la "silvicultura minera". Ello se explica porque la lógica del 
capital es la maximización de sus utilidades y funciona como si 
existiera una inagotable cantera de bosques esperando su turno 
una vez depredada un área.

Ello ha llevado a que algunos gobiernos prefieran sustituir 
el régimen de concesiones por la cesión de derechos de propie­
dad a estas empresas, como un incentivo a su conservación. En 
otros casos, se ha buscado extender los períodos de concesión, 
pero ello no ha redundado en un manejo mas sostenible.

En el caso boliviano, la nueva Ley Forestal encarece las 
concesiones y somete el aprovechamiento a estrictos criterios 
técnicos de manejo. Sin embargo, la dificultad en supervisar la 
aplicación de los planes de manejo aprobados, incluso en verifi­
car el origen de la madera comercializada, facilita que se sigan de­
predando los bosques e incluso extrayendo madera de otras áreas 
y de los Territorios Comunitarios de Origen (territorios indíge­
nas) como si hubieran sido talados en las áreas concesionadas.

La Ley Forestal boliviana también descentraliza la admi­
nistración de las áreas forestales, asignándole al municipio nue­
vas funciones, no sólo en el control de la extracción y comercia­
lización de la madera, sino también mediante la constitución de 
Reservas Forestales Municipales, que pueden ser adjudicadas en 
concesión a organizaciones de la zona constituidas para su apro­
vechamiento, llamadas Asociaciones Sociales del Lugar (ASL). 
En esta medida hay que reconocer el intento de descentralizar al 
nivel local los derechos de propiedad del Estado sobre los bos­
ques, decentralizando también la capacidad de formulación y 
control de los planes de manejo.
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15. Tenencia y Conservación

Los bosques nativos cubren prácticamente un 50% de la su­
perficie de América del Sur,67 cobijando la mayor diversidad bioló­
gica del planeta. La tasa anual de deforestación, varía según los paí­
ses (0,4% para Perú, 0,6% para Brasil, 0,7% para Colombia y Ar­
gentina, 1,2% para Venezuela, 1,8% para Ecuador y 3,4% para Pa­
raguay), siendo la principal causa, antes que las concesiones fores­
tales, la ampliación de la frontera agropecuaria, producto a su vez, 
como hemos señalado, de problemas de tenencia no resueltos en 
las zonas donde se genera la expulsión de los migrantes, de equi­
vocadas políticas de colonización, y de políticas de tierras que fa­
vorecen procesos de adquisición y de concentración de la propie­
dad en manos de grandes inversores con una racionalidad produc­
tiva que implica la reconversión del bosque para fines principal­
mente ganaderos que no son sustentables en un plazo muy corto.

Desde el ámbito de la conservación esta relación causa- 
efecto ha llevado a un creciente interés en los regímenes de te­
nencia de la tierra. Tal vez uno de los ejemplos más claros es la 
forma como biólogos y ecólogos han ido identificándose con las 
luchas de los pueblos indígenas por el reconocimiento legal de 
sus territorios tradicionales, al descubrir que pueden colocar allí 
sus propias agendas por la conservación.68 Y así han logrado que

67 UICN, op. cit. 1996, citando a FAO (1994) Comisión Forestal para América Lati­
na y el Caribe. Situación Forestal en la Región, Santiago.
"Los pueblos indígenas han hecho contribuciones significativas para el mantenimiento 

de muchos de los ecosistemas más frágiles del planeta. A través de prácticas tradicionales 
de uso sustentable de los recursos y el profundo respeto por la naturaleza basado en sus 
culturas. Por lo tanto no debería haber conflicto entre los objetivos de las áreas protegi­
das y la existencia dentro de sus fronteras de pueblos indígenas que practican el uso sus­
tentable de sus recursos naturales, dichos pueblos deben ser reconocidos como socios le­
gítimos e iguales en el desarrollo e implementación de estrategias de conservación" (Prin­
cipios y Directrices sobre Areas Protegidas y Pueblos Tradicionales/lndígenas, WWF- 
UICN-CMAP, 1998).
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la demarcación de territorios indígenas coincida con la declara­
ción de áreas protegidas en esos mismos territorios, en lo que se 
ha dado en llamar áreas de "doble categoría" o "doble status", co­
mo en el caso de Bolivia.69 Sin embargo, la coincidencia de obje­
tivos entre los pueblos indígenas y los conservacionistas en algu­
nos casos no ha pasado de ser formal, cada uno con perspectivas 
diferentes de lo que significa "la conservación y el manejo de los 
recursos naturales". Mientras los biólogos buscan cierta intangi­
bilidad del área, limitando las actividades económicas dentro de 
la misma a las actividades de subsistencia que tradicionalmente 
han desarrollado las poblaciones indígenas, los propios indígenas 
en su nueva condición de dueños de la tierra consideran que sus 
territorios y sus vidas no pueden seguir siendo tutelados por el 
Estado o por las ONGs. Muchos incluso plantean el aprovecha­
miento de sus recursos naturales y de la biodiversidad en vistas a 
generar ingresos monetarios que les permitan mejorar sus condi­
ciones de vida, a lo cual están poco dispuestos los ecologistas, ge­
nerándose situaciones de conflicto.

Desde hace muchos años los movimientos ambientalistas 
han sido conscientes de que las relaciones horizontales y de reci­
procidad que la mayoría de los pueblos indígenas e incluso cam­
pesinos han mantenido con la naturaleza era la única explicación 
a la conservación de muchos de estos ecosistemas. Y que asocia­
das a estas prácticas productivas, sociales y culturales, existían 
toda una serie de intrincadas normas comunales de acceso y uso 
de los recursos. Y que más allá de lo que sostienen algunos eco­
nomistas, en el sentido de que las formas comunales de propie­
dad de la tierra permiten que los individuos generen externalida- 
des que se traducen en una degradación del espacio colectivo y

69 Silvia STARKOFF Lineamientos políticos para el tratamiento de áreas de doble ca­
tegoría en la Secretaría de Recursos Naturales y Areas Protegidas (SERNAP/Bolivia), La 
Paz, miméo, 1999.
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que por lo tanto se hace necesario modificar el régimen de tenen­
cia, definiendo derechos de propiedad privada, las evidencias son 
otras. Como señala Léna,70 "la prioridad debiera ser dada a las 
formas colectivas de apropiación y utilización de los recursos, a 
fin de evitar la transformación de la tierra en mercancía". Ello ex­
plica porqué, en general, en el mundo de la conservación ha ha­
bido tanto interés en la cuestión indígena y una defensa tan fuer­
te de las normas consuetudinarias de acceso, control y uso de los 
recursos naturales. Y el porqué también se ha señalado la falta de 
la seguridad en cuanto a la tenencia -que sigue afectando a millo­
nes de campesinos y comunidades indígenas en la región- como 
un desincentivo a la conservación.71

Simultáneamente, desde el ambientalismo se ha enfatizado 
la necesidad de que la población local participe en la gestión de 
sus recursos y sobre todo de sus beneficios, condición sine qua 
non para una exitosa conservación y sostenibilidad de los ecosis­
temas: "La conservación de la biodiversidad... se logrará en ma­
yor medida cuando la custodia de esta biodiversidad repose en 
aquellos que viven con, dependen de y conocen la importancia 
del recurso".72

Uno de los cuestionamientos a esta corriente de opinión, 
proviene de quienes consideran que en realidad la relación su­
puestamente "armónica" y de reciprocidad que los pueblos indí­
genas mantienen con la naturaleza obedece a una visión román­
tica, que el estado de conservación de su hábitat sólo se explica 
por la muy baja densidad demográfica y la no articulación al mer­
cado de estas sociedades, y que cuando estos dos factores se mo­
difiquen quedará en evidencia la debilidad del argumento. Lo

70 Léna, op. cit. 1998.
71 IUCN, Land, Territory and Resource Rights, a trans-regional initiative, Gland, mi- 

méo, 1998.
72 IUCN, Sustainable Use Initiative, The Bratislava Papers on Tenure, 1998.

102



que supone preguntarse por la viabilidad o perdurabilidad de es­
tas formas de tenencia, acceso y uso de los recursos naturales en 
un contexto de procesos de integración social y de globalización 
económica, que implican también una gran avidez por nuevas 
tierras. En otras palabras, también cuestionarse si se trata de re­
sabios de formas "arcaicas" de relación hombre-naturaleza, desti­
nadas a desaparecer más temprano que tarde, o son formas de 
"resistencia" a la sociedad envolvente, de una gran racionalidad, 
y de las cuales tenemos mucho que aprender.

Desde otra perspectiva, también se critica esta supuesta 
simbiosis entre el conservacionismo y los intereses de los pueblos 
indígenas, señalando a las tesis conservacionistas que abogan por 
un desarrollo sustentable como un mensaje remozado de occi­
dente o del Norte del viejo mito del desarrollo73 y que los movi­
mientos ambientalistas "se erigen ellos mismos en los justos 
mensajeros de la "conciencia verde "...creando una versión idea­
lizada de la relación entre el hombre y la naturaleza que no tiene 
ningún equivalente en las orientaciones ideológicas de los pue­
blos indígenas que ellos alegan representar".74 Y agrega: "Las co­
munidades indígenas, atrapadas en proyectos de biodiversidad ya 
no son expulsadas de sus territorios... Se les permite en cambio 
permanecer en áreas selectas, con la condición de que vivan en 
armonía con la naturaleza. De esa manera se convierten en mar­
ginados en su propia tierra. La herramienta por excelencia para 
impedir que las comunidades indígenas puedan apropiarse en to­
da su dimensión de sus territorios y de sus recursos es la zonifi- 
cación, casi siempre resultado de criterios "científicos" (es decir

73 Darío NOVELLINO, Sacrificando Pueblos por los Arboles. En Asuntos Indígenas, 
No. 4/98, IWGIA, Copenhague, 1998; Roberto GUIMARAES, El desarrollo sustentable 
¿propuesta alternativa o retorica neoliberal? En HAYA DE LA TORRE, Agustín, América 
Latina y la Economía Mundial, Derrame Magisterial. Lima, 1996.

74 Novellino, op. cit. 1998.
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occidentales) para identificar zonas con restricciones de uso de 
acuerdo a vocaciones definidas por los biólogos: "Se espera que 
las comunidades locales limiten o se abstengan de ciertas activi­
dades de subsistencia una vez que su territorio se divide en zo­
nas de manejo con diferentes niveles de protección (desde estric­
tamente no tocables a uso controlado)".

16. Tenencia, Equidad y Sostenibilidad

Sostenibilidad y Desarrollo Sostenible son dos términos 
que al igual que muchos otros (participación, gobernabilidad, gé­
nero, equidad, etc.) se han convertido en muletillas que hacen de 
cualquier texto o conferencia, un discurso "políticamente correc­
to". Como bien señala Guimaraes75 "resulta imposible encontrar 
un solo actor social de importancia en contra del desarrollo sus- 
tentable". Ambos conceptos, sobre los cuales hay decenas de de­
finiciones, tienen un sentido "positivo" global, y son esencial­
mente generadores de consenso. Ambos tienen sin embargo sen­
tidos muy distintos. Mientras sostenibilidad es básicamente un 
concepto bioeconómico, y puede aplicarse a un solo recurso (por 
ejemplo a la pesca o al bosque nativo, refiriéndose a la máxima 
extracción posible del recurso sin afectar el stock natural de ese 
recurso) o al ecosistema en su conjunto (para indicar el equili­
brio entre las especies que permiten preservar el capital natural), 
el concepto de desarrollo sostenible es más bien un concepto po­
lítico, que hace referencia a los estilos o modelos de desarrollo, a 
las relaciones entre el Norte y el Sur, y está cruzado centralmen­
te por el concepto de equidad. Ha sido convertido en el nuevo 
paradigma del desarrollo.

75 Guimaraes, op. cit. 1996.
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El concepto de desarrollo sostenible ha sido utilizado tan­
to en un sentido macro, para evaluar políticas globales y patro­
nes de desarrollo económico, y en ese sentido no ha pasado de 
ser un "parámetro de intenciones",76 difícil de ser operacionali- 
zado a nivel regional. Por otro lado, ha sido utilizado en un sen­
tido más micro, para validar propuestas técnicas, propuestas lo­
cales, a partir de las cuatro reconocidas dimensiones del concep­
to, apropiabilidad ambiental o técnica, factibilidad económica, 
viabilidad social y equidad Ínter e intrageneracional.

Recientemente han habido intentos77 de desarrollar un 
marco analítico para ver las interrelaciones entre la sostenibilidad 
de un recurso, un grupo de recursos o un ecosistema, con aque­
llos factores del contexto (catástrofes naturales, deuda externa, 
pobreza estructural, etc.) que inciden (favorecen o inhiben) tan­
to en la disponibilidad como en la demanda o el control de di­
chos recursos. Aquí la sostenibilidad es entendida como un pro­
ceso antes que en una situación dada. En este marco conceptual, 
la equidad es concebida como un elemento central de la sosteni­
bilidad, con lo cual el término adquiere una dimensión social y 
política.

En este contexto, la tenencia de la tierra es un factor cen­
tral tanto a la sostenibilidad de un recurso o ecosistema, como a 
la posibilidad de un desarrollo sostenible, tanto en sentido macro 
como micro. Como hemos señalado reiteradamente a lo largo de 
este trabajo, las diversas situaciones de tenencia, producto a su 
vez de procesos históricos, de relaciones entre actores y de la re­
lación que los diferentes actores establecen con la naturaleza, tie­
nen como resultado todo un abanico de situaciones de degrada- 
ción/conservación de los ecosistemas y de la biodiversidad.

76 IUCN Sustainable Use Initiative, 1999.
77 Hendrix, op. cit. 1993.
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En términos de políticas, el concepto de desarrollo soste- 
nible, al incluir como condición el de la equidad intra e interge­
neracional, tiene implicancias "teóricas" directas para lo que de­
bieran ser los regímenes de tenencia. Sin embargo, como se ha se­
ñalado, rara vez la sostenibilidad ha sido un factor importante en 
el diseño de políticas de tierra en America Latina, con excepción 
de las áreas protegidas y de los territorios indígenas.

17. Temas que aparecen secundariamente en la discusión 
sobre Tenencia de la Tierra

A. Tenencia y Género
Dada la vigencia de las estructuras machistas en América 

Latina, y más especialmente en áreas rurales, persisten mecanis­
mos de discriminación de la mujer. Aunque las leyes de herencia 
no suelen hacer distinciones entre hombres y mujeres, las nor­
mas tradicionales favorecen al hombre que hereda la tierra, mien­
tras que la mujer sólo recibe bienes muebles.78 También las leyes 
de reforma agraria o de colonización suelen favorecen al hombre, 
al designar como "titular" del predio al padre de familia, mien­
tras la mujer sólo accede a la propiedad en el caso de que quede 
viuda o sea abandonada. También se señala cómo las políticas de 
mercado de tierras, al parcelar las tierras comunales y titularlas a 
favor del jefe de familia, producen una mayor desprotección pa­
ra la mujer y los hijos.

B. Guerras civiles y conflictos por la tierra
Las guerras civiles, especialmente en Centroamérica, 

obligaron a miles y miles de campesinos a dejar sus tierras, a

78 Thiesenhusen, op. cit. 1996:69.
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veces por muchos años. A su regreso, de pronto encontraron 
que las tierras habían sido ocupadas por otros campesinos. Al­
gunos habían hecho mejoras en sus parcelas, otros estaban de 
alguna forma amparados por la legislación. Los conflictos han 
sido numerosos.

Las guerras civiles también tuvieron otras consecuencias 
en términos de tenencia: con la paz, muchos combatientes se en­
contraron sin ocupación y tentados de seguir usando sus armas 
en actividades delictivas. Los gobiernos, particularmente en Ni­
caragua, decidieron entregarles una parcela de tierra como forma 
de integrarlos social y económicamente.

C. Indemnización por expropiaciones
Algunas reformas agrarias, las más radicales, usaron los 

mecanismos de expropiación para luego redistribuirlas a los cam­
pesinos. Las propiedades de los hacendados fueron en general va­
luadas muy por debajo de su valor de mercado. A través de pro­
cesos judiciales o en gobiernos posteriores, afines con sus intere­
ses, se les reconoció derechos a una compensación más acorde 
con el valor de mercado, con importantes costos financieros pa­
ra el Estado.

En otros países las reformas agrarias se hicieron en base a 
la compra de la gran propiedad, a veces sobrevaluada gracias a la 
complicidad de funcionarios del Estado, constituyendo un exce­
lente negocio para los antiguos terratenientes.

D. Tenencia y Cooperación Técnica
En general los organismos multilaterales y bilaterales han 

tenido muchas reservas en incluir dentro de sus programas los 
aspectos de tenencia. Por un lado por la dimensión política aso­
ciada a la tenencia de la tierra, especialmente cuando los conflic­
tos que se generan son inevitables. Por otro lado, por razones fi­
nancieras, ya que los costos que implica la modificación del régi­
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men de tenencia, incluso a nivel local, suelen ser muy altos 
(compra de tierra, mensuras, saneamiento de títulos, etc.). Por 
ambas razones la Cooperación Técnica Internacional ha preferi­
do que todo lo relacionado a tenencia sea manejado directamen­
te por los gobiernos.

Sin embargo, no son pocos los proyectos de desarrollo ru­
ral que han fracasado al trabajar en zonas donde los campesinos 
tenían situaciones de tenencia precaria: al no poder ser sujetos de 
crédito, sin incentivo alguno para realizar una serie de mejoras 
técnicas en sus parcelas, los resultados de la asistencia técnica 
fueron más que magros. Probablemente este sea el principal ta­
lón de Aquiles de los proyectos de desarrollo apoyados por la 
cooperación técnica en América Latina.

E. Problema de tenencia en las costas
Aparece en aquellas zonas como el Caribe donde existe 

una importante riqueza ictícola, y donde se van estableciendo 
empresas que explotan algún recurso en especial (camarones, 
langosta, etc.), también en humedales.79 A veces el conflicto opo­
ne a pescadores artesanales con la gran pesca comercial.

E Subsuelo, suelo y vuelo
En general la legislación en América Latina distingue entre 

suelo y subsuelo. El suelo pertenece al dueño, el subsuelo al go­
bierno, quien tiene así plena potestad sobre los recursos mineros 
o de hidrocarburos existentes en el subsuelo. En algunos casos la 
importancia de estos recursos, además de no beneficiar a los due­
ños de la tierra, se les vuelve perjudicial, ya que la tierra puede 
ser expropiada. También por el impacto ambiental que la extrac­
ción del recurso produce sobre los recursos naturales renovables.

79 Léna, op.cit. 1998.
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En algunos casos el vuelo, es decir los recursos forestales, 
pertenecen legalmente al Estado, quien otorga permisos para su 
aprovechamiento. Generalmente sólo incluye la vegetación nati­
va, excepcionalmente también lo forestado por el dueño.

G. Conservación y derechos internacionales de propiedad
Las organizaciones conservacionistas del Norte siempre 

fueron muy activas en promover la conservación de crecientes 
áreas en el Sur. En los '80 uno de los ejes fueron los programas 
de "canje de deuda por naturaleza". En los '90 los mecanismos 
fueron diversificados, desde los incentivos a la reforestación por 
parte de empresas termoeléctricas europeas hasta los pagos a 
dueños de tierras boscosas para que estas no sean intervenidas. 
En algunos casos el propósito es compensar la contribución a 
una mayor captura de CO2 , en otros promover la conservación 
del bosque y de la biodiversidad.

Los mecanismos siempre han estado orientados a normar el 
uso que el dueño de la tierra puede hacer de la misma, pero sin 
alterar el régimen de propiedad. Sin embargo, algunas ONGs am­
bientalistas del Norte se han planteado si no sería mas convenien­
te adquirir lisa y llanamente los derechos de propiedad, con lo 
cual se asegurarían totalmente que se cumpla el propósito de con­
servación. Lo que implicaría formas de propiedad "internacional" 
de territorios o áreas nacionales. Al parecer estas tesis no han te­
nido mayor éxito, por los temores de generar conflictos con la po­
blación local, por las implicancias políticas (injerencia en los 
asuntos de otro país) y la poca simpatía que despertarían estas for­
mas de propiedad, optándose por continuar con formulas donde 
los derechos de propiedad son transferidos a grupos/instituciones 
del mismo país.

109



H. Corredores biológicos
Este nuevo concepto, que busca articular diversas áreas 

protegidas en un solo corredor, requiere que las "áreas interme­
dias" sean integradas en el esfuerzo de conservación. Estas áreas 
intermedias pueden estar ocupadas por todo tipo de propiedades, 
territorios indígenas, latifundios, comunidades campesinas o pe­
queños productores beneficiarios de un programa de coloniza­
ción. La declaración de "corredor biológico", si bien no es una fi­
gura jurídica sino de ordenamiento del territorio, implica una se­
rie de restricciones en cuanto al uso del suelo por parte de los pro­
ductores incluidos en el corredor. Léna señala que en el caso de 
Brasil estos corredores encuentran su lógica en la actual 'fragmen­
tación' de las unidades de conservación, tradicionalmente critica­
da por los biólogos, pero sobre todo en una concesión que el go­
bierno hace a los ambientalistas, compensando así las consecuen­
cias de futuros macroproyectos de desarrollo en la Amazonia.

18. A modo de conclusión

Como este estudio pone en evidencia, la cuestión de la tie­
rra, lejos de haber perdido vigencia, sigue siendo central para 
cualquier estrategia de desarrollo que se proponga mejorar la se­
guridad alimentaria, erradicar la pobreza y mejorar la conserva­
ción de los recursos naturales. Si bien la estructura agraria pare­
ce haberse modificado fuertemente en las últimas décadas -con la 
presencia de nuevos actores-, los pobres del campo, campesinos, 
trabajadores rurales, etc., no parecen haber mejorado su situa­
ción relativa.

Las viejas y álgidas discusiones políticas acerca de la Refor­
ma Agraria se fueron acallando, dando paso a políticas inducidas 
y centradas en lograr un aceitado funcionamiento de los merca­
dos de tierras. Ninguna logró resolver el problema del acceso a la
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tierra de millones de campesinos que más bien optaron por mi­
grar a la ciudad, entrampados en la marginalidad urbana.

El desafío es múltiple. Desde las ciencias sociales es nece­
sario retomar estos viejos y olvidados temas de investigación, 
dando cuenta de los cambios en la estructura agraria, documen­
tando y analizando las mutaciones que se van dando en cuanto a 
la tenencia de la tierra en América Latina.

Desde las políticas ambientales, agrícolas y sociales, tam­
bién debe retomarse la cuestión de la tenencia como una variable 
de primera importancia, como puerta de entrada a mejorar la 
conservación y el manejo de los recursos naturales, la produc­
ción agropecuaria, la seguridad alimentaria y la situación de po­
breza.
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